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Resumen: La Corte Constitucional dictamina la constitucionalidad del decreto ejecutivo 134, de 

16 de septiembre de 2025, en las provincias de Carchi e Imbabura al constatar la real ocurrencia de 

hechos que configuran la causal de grave conmoción interna.  

 

Por otra parte, se dictamina la inconstitucionalidad del decreto ejecutivo 134 respecto de las 

provincias de Pichincha, Cotopaxi, Bolívar, Azuay y Santo Domingo de los Tsáchilas al no 

verificarse la real ocurrencia de hechos que fundamenten la declaratoria de estado de excepción.  

 

En adición, se dictamina la inconstitucionalidad de la inclusión de la provincia de Chimborazo 

contenida en el decreto ejecutivo 146, de 18 de septiembre de 2025, al constatar que no existen 

hechos actuales que fundamenten la declaratoria del estado de excepción. 

 

En cuanto a las medidas dictadas, la Corte declara la constitucionalidad de la medida de limitación 

del derecho a la libertad de reunión y el empleo de las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional en 

las provincias de Carchi e Imbabura, en estricto apego al respeto al legítimo ejercicio del derecho 

a la protesta y resistencia pacífica; y declara la inconstitucionalidad de la limitación de la libertad 

de tránsito.  
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1. Antecedentes procesales 

 

1. El presidente de la República del Ecuador, Daniel Noboa Azín, emitió el decreto 

ejecutivo 134 de 16 de septiembre de 2025 (“decreto 134”), mediante el cual declaró 

el estado de excepción en las provincias de Carchi, Imbabura, Pichincha, Azuay, 

Bolívar, Cotopaxi y Santo Domingo por la causal de grave conmoción interna con 

vigencia de 60 días.1  

 

2. En esta misma fecha, Damián Isaac Armijos Álvarez, presentó una solicitud de 

medidas cautelares en contra del artículo 3 del decreto ejecutivo 134, solicitando la 

suspensión del mismo, debido a que amenaza de manera grave e inminente a la protesta 

social en la provincia de Azuay. 

 

3. El 17 de septiembre de 2025, mediante oficio número T.244-SGJ-25-0104, el 

presidente de la República notificó a la Corte Constitucional del Ecuador con la 

                                                 
1 El presidente de la República cita los artículos 11,28,29,30 y 36 de la Ley de Seguridad Pública y del 

Estado (LSPE) referentes a la seguridad ciudadana, las amenazas que le afectarían, los principios del estado 

de excepción, el proceso formal para decretarlo y la medida de movilización. Al respecto, la Ley Orgánica 

de Inteligencia (LOIN) publicada el 11 de junio de 2025, dispuso derogar los artículos 13,14,15,16,17,18, 

primer y último inciso del 19, 20, 21, 22, 24, 25, 26 y disposición general segunda de la LSPE. En el auto 

de admisión del caso 86-25-IN de la Sala de Admisión de esta Corte de 04 de agosto de 2025 y aclaración 

de 09 de agosto de 2025 se precisó “la ya ordenada suspensión de normas incluyó también la suspensión 

provisional de las disposiciones derogatorias correspondientes, en tanto no sean contradictorias con las 

disposiciones no suspendidas de la LOIN”, por lo cual estos artículos retornaron a su vigencia. No obstante, 

los artículos de la LSPE citados por el presidente de la República en el estado de excepción no se encuentran 

en este escenario. 
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expedición del decreto ejecutivo 134. Adjuntando en sobre cerrado, la siguiente 

documentación:  

 

i) Oficio PN-CG-QX-2025-17172-OF de 15 de septiembre de 2025 del 

Comando General de la Policía Nacional del Ecuador, en el cual se adjunta 

los Informes PN-DGSCOP-DCO-2025-497-INF y PN-DGSCOP-DCO-

2025-499-INF de 15 de septiembre de 2025 del Departamento de 

Coordinación Estratégica Operacional de la Policía Nacional del Ecuador. 

ii) Oficio SIS-SIS-2025-0570-OF, el cual contiene el informe operativo de 

novedades presentadas en las vías a nivel nacional emitido por la 

Subdirección Técnica de Operaciones.  

 

4. Mediante sorteo electrónico efectuado el 17 de septiembre de 2023, la sustanciación 

de la causa número 6-25-EE le correspondió al juez constitucional Jorge Benavides 

Ordóñez. 

 

5. El presidente de la República emitió el decreto ejecutivo 146 de 18 de septiembre de 

2025 (“decreto 146”), mediante el cual reformó el decreto ejecutivo 134, incluyendo a 

la provincia de Chimborazo en la declaratoria de estado de excepción; y, ordenó como 

medida: “Disponer la restricción de la libertad de tránsito, desde las 22h00 hasta las 

05h00, en las siguientes provincias: Cotopaxi, Imbabura, Chimborazo, Bolívar y 

Carchi”.  

 

6. El 19 de septiembre de 2025, mediante oficio número T.244-SGJ-25-0110, el 

presidente de la República notificó a la Corte Constitucional del Ecuador con la 

expedición del decreto ejecutivo 146. Anexando mediante sobre cerrado, lo siguiente:  

 

i) Oficio PN-CG-QX-2025-17420-OF de 18 de septiembre de 2025 del 

Comando General de la Policía Nacional del Ecuador en el cual se adjunta 

los Informes PN-DGSCOP-DCO-2025-514-INF y PN-DGSCOP-DCO-

2025-516-INF de 18 de septiembre de 2025 de la Dirección General de 

Seguridad Ciudadana y Orden Público de la Policía Nacional del Ecuador.  

 

7. El 19 de septiembre de 2025, el juez constitucional Jorge Benavidez Ordóñez avocó 

conocimiento de la causa y solicitó al presidente de la República que remita la 

constancia de las notificaciones que ordena el artículo 166, inciso primero, de la 

Constitución.   

 

8. En escrito de 22 de septiembre de 2025, el secretario general jurídico de la Presidencia 

de la República remitió lo solicitado en el párrafo precedente. 
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9. El 30 de septiembre de 2025, Edwin Bedoya presidente de la CEDOCUT y del Frente 

Unitario de Trabajadores, Andrés Quishpe presidente de la Unión Nacional de 

Educadores, Marcela Arellano presidenta de la CEOSL, Wilson Álvarez presidente de 

la FETMYP y José Manuel Chusin Vega presidente encargado de la UGTE 

presentaron un escrito de amicus curiae, el mismo que ha sido analizado en el presente 

dictamen.2  

 

2. Competencia 

 

10. El Pleno de la Corte Constitucional es competente para conocer y resolver la 

constitucionalidad del decreto de estado de excepción y de sus medidas, de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 166 y 436 numeral 8 de la Constitución 

de la República del Ecuador (“CRE”), en concordancia con los artículos 75 numeral 3 

literal c), y 119 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional (“LOGJCC”). 

 

3. Control formal de la declaratoria de estado de excepción 

 

11. La Corte Constitucional analizará si la declaratoria de estado de excepción contenida 

en el decreto ejecutivo 134 y la reforma determinada en el decreto ejecutivo 146 

cumplen con los requisitos formales establecidos en el artículo 120 de la LOGJCC; 

esto son, i) la identificación de los hechos y de la causal constitucional que se invoca; 

ii) la justificación de la declaratoria; iii) la definición del ámbito territorial y temporal 

de la declaratoria; iv) que los derechos afectados sean susceptibles de limitación, 

cuando fuere el caso; y, v) las notificaciones que correspondan de acuerdo con la 

Constitución y los tratados internacionales.   

 

3.1. Identificación de los hechos y de la causal constitucional que se invoca 

 

12. En cuanto a la identificación de los hechos, tanto en el decreto ejecutivo 134 como en 

el decreto ejecutivo 146, el presidente de la República detalla que a partir de la emisión 

del decreto ejecutivo 126, de 12 de septiembre de 2025, a través del cual se realizaron 

reformas al Reglamento Codificado de Regulación de Precios de Derivados de 

Hidrocarburos, se han producido manifestaciones sociales que han provocado 

bloqueos de vías y eventos violentos. Asimismo, hace un recuento de los reportes de 

14 y 15 de septiembre de 2025 referentes a los cierres viales; de los reportes de 17 y 

18 de septiembre de 2025 relacionados con los anuncios de diferentes organizaciones 

                                                 
2 En lo principal señalan que, al momento de dictarse el estado de excepción, lo que existía es una 

inconformidad social por una medida económica. Por lo que, la declaratoria de estado de excepción busca 

desincentivar el ejercicio del derecho a la protesta, retener recursos económicos de los pueblos indígenas e 

investigar a los dirigentes sindicales.  
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indígenas sobre la convocatoria a una movilización y paro nacional; e, invoca los 

informes precisados en los párrafos 3 y 6.  

 

13. Sobre la base de esa situación fáctica, el presidente de la República invoca la causal 

de grave conmoción interna prevista en el artículo 164 de la Constitución de la 

República, como fundamento del estado de excepción.  

 

14. Toda vez que el presidente de la República ha identificado los hechos y la causal 

constitucional, esta Corte verifica el cumplimiento del requisito establecido en el 

artículo 120 numeral 1 de la LOGJCC. 

 

3.2. Justificación de la declaratoria  

 

15. En el artículo 1 del decreto ejecutivo 134, el presidente de la República justifica la 

declaratoria de estado de excepción remitiéndose a la sección considerativa del 

decreto, en la que, a su criterio, evidencia que las paralizaciones “han alterado el orden 

público, provocando situaciones de violencia manifiesta que pone en riesgo la 

seguridad de los ciudadanos y sus derechos a la libre circulación, al trabajo y al 

ejercicio de actividades económicas”. Asimismo, expone que: “[l]a presente medida 

busca detener la radicalización de las medidas de hecho tomadas en las provincias de 

Carchi, Imbabura, Pichincha, Azuay, Bolívar, Cotopaxi y Santo Domingo, evitando 

así mayor afectación a la población ecuatoriana”. En el mismo sentido, en la parte 

considerativa del decreto ejecutivo 134, se refieren los informes detallados en el 

párrafo 3 ut supra en los que se recomienda: i) fortalecer el control y monitoreo de los 

ejes viales estratégicos mediante el despliegue preventivo de personal policial y el uso 

de medios tecnológicos, priorizando puntos críticos identificados en Carchi, Imbabura, 

Cotopaxi, Santo Domingo, Azuay y Pichincha; ii) mantener la cooperación 

interinstitucional permanente con Fuerzas Armadas, Cuerpo de Bomberos, ECU-911 

y autoridades locales, a fin de garantizar la habilitación oportuna de vías y la protección 

de la población ante posibles escaladas de violencia; e, iii) impulsar canales de diálogo 

con los gremios de transporte, gestionados desde el nivel central, para reducir la 

conflictividad y evitar bloqueos prolongados, sin descuidar la aplicación de la 

normativa legal en casos de paralización de servicios públicos.  

 

16. Por su parte, en el decreto ejecutivo 146 el presidente de la República menciona que:   

 
[…] en la provincia de Chimborazo se está aumentando la organización de ciertos 

movimientos para obstaculizar las vías principales, impidiendo el libre tránsito de 

personas y vehículos, afectando garantías, libertades y derechos de los ciudadanos, así 

como, el normal desenvolvimiento de sus actividades personales, económicas, 

comerciales y laborales.  
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17. De igual manera, en el decreto señalado en el párrafo anterior, el presidente de la 

República manifiesta que de las noticias detalladas en los considerandos y de los 

informes referidos en el párrafo 6 ut supra, se “evidencia aglomeraciones 

multitudinarias de manifestantes no pacíficos, que intentan impedir el libre tránsito de 

las personas, ocasionando la paralización de varios sectores que afectan a la economía 

del país”. Esta situación, a decir del presidente de la República “se agrava ante la 

declaratoria de varias organizaciones que han anunciado la ejecución de un paro 

nacional de carácter indefinido”. Por ello, el presidente de la República ha considerado 

“necesario recurrir a medidas extraordinarias que permitan rehabilitar las vías y el 

normal desenvolvimiento de actividades económicas y comerciales” y extender a la 

provincia de Chimborazo la declaratoria de estado de excepción, al ser una “localidad 

estratégica para las organizaciones que pretenden iniciar una paralización a nivel 

nacional e indefinida”. De igual manera, cabe recalcar que en los informes 

mencionados en el párrafo 6 ut supra se recomienda coordinar la emisión de 

disposiciones político-administrativas en la provincia de Chimborazo, orientadas a 

implementar medidas específicas para la salvaguardia de los derechos ciudadanos, las 

cuales deben ser proporcionales, necesarias y temporales.   

 

18. Por lo tanto, la Corte verifica el cumplimiento del requisito formal previsto en el 

artículo 120.2 de la LOGJCC. 

 

3.3. Ámbito territorial y temporal de la declaratoria 

 

19. En cuanto al ámbito territorial, el artículo 1 del decreto ejecutivo 134 prevé que el 

estado de excepción surtirá efectos en las provincias de Carchi, Imbabura, Pichincha, 

Azuay, Bolívar, Cotopaxi y Santo Domingo de los Tsáchilas. A su vez, mediante el 

decreto ejecutivo 146, el presidente de la República reformó el decreto ejecutivo 134 

para incluir en la declaratoria de estado de excepción a la provincia de Chimborazo.  

 

20. Respecto al ámbito temporal, el artículo 2 del decreto 134 establece que el estado de 

excepción durará 60 días, lo cual también tiene alcance para el decreto ejecutivo 146, 

por tratarse de la reforma a la extensión del ámbito territorial. 

 

21. En consecuencia, esta Corte verifica el cumplimiento del requisito formal previsto en 

el artículo 120 numeral 3 de la LOGJCC. 

 

3.4. Derechos que sean susceptibles de suspensión o limitación 

 

22. El artículo 3 del decreto ejecutivo 134 dispone la suspensión del derecho a la libertad 

de reunión, el cual consistirá en “limitar la conformación de aglomeraciones en 

espacios públicos durante las veinticuatro (24) horas del día con el objeto de paralizar 
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servicios públicos, e impedir que se atente contra los derechos, libertades y garantías 

del resto de ciudadanas/os”.  Para el efecto, se establece que: 

 

[...] las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional quedan facultadas para impedir y 

desarticular reuniones en espacios públicos donde se identifiquen amenazas a la seguridad 

ciudadana, así como al orden constituido, o paralización de servicios públicos, en estricta 

relación a los motivos del estado de excepción y a la seguridad del Estado, observándose 

los principios de proporcionalidad, necesidad e idoneidad, y el estricto apego al respeto 

de las demás garantías constitucionales. 

 

23. De igual manera, en el inciso final del artículo 3 del decreto ejecutivo 134 se determina 

que “[l]o anterior no implica restricción al derecho a manifestarse siempre que sea 

pacíficamente, y sin afectar los derechos, libertades y garantías del resto de la 

ciudadanía”. 

 

24. Por su parte, en el decreto ejecutivo 146 se dispuso la restricción de la libertad de 

tránsito “todos los días, desde las 22h00, hasta las 05h00, en las siguientes provincias: 

Cotopaxi, Imbabura, Chimborazo, Bolívar y Carchi”. Con relación a esta medida, se 

detalló que “[l]as personas que circulen durante el horario temporal de restricción serán 

puestas a órdenes de las autoridades competentes”. Asimismo, se establecieron 

excepciones y la facultad de la Policía Nacional, las Fuerzas Armadas y los agentes de 

control de tránsito para “exigir la documentación que acredite encontrarse en una 

actividad exceptuada a toda persona que circule en el horario de toque de queda”.  

 

25. Con relación a estas medidas, la Corte toma nota que en los tres primeros incisos del 

artículo 3 del decreto ejecutivo 134, el presidente de la República señala la suspensión 

del derecho a la libertad de reunión, no obstante, en el inciso final de este artículo, así 

como en el inciso final del artículo 2 se refiere a esta limitación con el término 

restricción. Lo propio sucede con la medida determinada en el decreto ejecutivo 146, 

ya que el presidente se refiere a la suspensión a la libertad de tránsito en ciertas 

ocasiones con el término “limitación” y en otras con el término “restricción” (numeral 

2.1 y art. 5).  

 

26. Al respecto, esta Corte reitera al Ejecutivo que, “conforme a sus atribuciones 

constitucionales durante un estado de excepción, únicamente está facultado para 

suspender o limitar derechos”.3 Así, el concepto de “restricción” implica una 

limitación severa en el ejercicio de los derechos que puede llegar a anular un derecho. 

Esta interpretación ha sido reiterativa por esta Corte en dictámenes anteriores.4 En 

virtud de lo expuesto, esta Corte recuerda al presidente de la República que debe 

emplear y ejecutar las facultades que son expresamente señaladas por la Constitución. 

                                                 
3 CCE, dictamen 5-25-EE/25, 11 de septiembre de 2025, párr. 17.  
4 CCE, dictamen 3-25-EE/25, 26 de mayo de 2025, párr. 18; CCE, dictamen 11-24-EE/24, 14 de noviembre 

de 2024, párrs. 15 y 16. 
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27. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 165 de la Constitución, los derechos 

referidos son susceptibles de suspensión o limitación a través de la declaratoria de 

estado de excepción.5Por tanto, esta Corte verifica el cumplimiento del requisito 

formal previsto en el artículo 120 numeral 4 de la LOGJCC.  

 

3.5. Notificaciones requeridas por la Constitución y tratados internacionales 

 

28. El numeral 5 del artículo 120 de la LOGJCC requiere que se acompañe a la declaratoria 

de estado de excepción las “notificaciones que correspondan de acuerdo con la 

Constitución y a los Tratados Internacionales”.  

 

29. El 22 de septiembre de 2025, el secretario general jurídico de la Presidencia de la 

República remitió a este organismo la constancia de las notificaciones de los decretos 

ejecutivos 134 y 146 a la Corte Constitucional del Ecuador, a la Asamblea Nacional, 

a la Organización de los Estados Americanos y a la Organización de las Naciones 

Unidas.  

 

30. Por las consideraciones expuestas, esta Corte concluye que la declaratoria de estado 

de excepción cumple los requisitos formales establecidos en el artículo 120 de la 

LOGJCC. 

 

4. Control material de la declaratoria de estado de excepción 

 

31. De acuerdo con el artículo 121 de la LOGJCC, la Corte Constitucional debe verificar 

que la declaratoria de estado de excepción cumpla con los siguientes requisitos 

materiales:  

 

1. Que los hechos alegados en la motivación hayan tenido real ocurrencia; 2. Que los 

hechos constitutivos de la declaratoria configuren una agresión, un conflicto armado 

internacional o interno, grave conmoción interna, calamidad pública o desastre natural; 

3. Que los hechos constitutivos de la declaratoria no puedan ser superados a través del 

régimen constitucional ordinario; y, 4. Que la declaratoria se decrete dentro de los límites 

temporales y espaciales establecidos en la Constitución de la República.  

 

32. A continuación, se verificará si la declaratoria de estado de excepción contenida en los 

decretos ejecutivos 134 y 146 cumplen con los requisitos materiales previstos en la 

ley. 

                                                 
5 Artículo 165 primer inciso de la CRE: 

Art. 165.- Durante el estado de excepción la Presidenta o Presidente de la República únicamente podrá 

suspender o limitar el ejercicio del derecho a la inviolabilidad de domicilio, inviolabilidad de 

correspondencia, libertad de tránsito, libertad de asociación y reunión, y libertad de información, en los 

términos que señala la Constitución (énfasis agregado). 
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4.1. Que los hechos alegados en la motivación hayan tenido real ocurrencia 

 

33. En el dictamen 3-21-EE/21, esta Corte determinó que el requisito sobre la real 

ocurrencia de los hechos alegados abarca “circunstancias actuales y ciertas. De 

ninguna manera, implica escenarios probables o futuros”.6 Para cumplir este requisito, 

el presidente de la República “no solo debe afirmar la ocurrencia de los hechos que 

motivan el estado de excepción, sino que estos deben acreditarse”.7 Por ello, en este 

control, “la Corte Constitucional busca comprobar que los hechos afirmados por la 

Presidencia de la República se encuentren demostrados de forma suficiente con 

material probatorio objetivo, útil e idóneo”.8 En este sentido, el presidente de la 

República puede basarse, por ejemplo, en: 

 

[...] informes o reportes de las autoridades nacionales competentes en la materia sobre la 

cual versa el estado de excepción; material documental, audiovisual o informes periciales 

que evidencien la real ocurrencia de los hechos; informes o reportes de los organismos 

internacionales especializados en la materia sobre la cual versa el estado de excepción; 

reportes o noticias objetivas de medios de comunicación; entre otros. También se tendrá 

por probada la real ocurrencia de los hechos cuando sean notorios o públicamente 

conocidos. 
 

34. Esta Corte observa que, el presidente de la República, en el decreto ejecutivo 134, hace 

referencia a los cierres viales causados por manifestantes, principalmente en las 

provincias de Carchi, Imbabura, Pichincha, Azuay, Bolívar, Cotopaxi y Santo 

Domingo, enfrentamientos entre manifestantes y miembros de la Policía Nacional en 

la parroquia Julio Andrade, retenciones temporales a miembros policiales, paralización 

a servicios públicos y complicaciones a la cadena de abastecimiento de alimentos a la 

población. De igual manera, señala que estos cierres viales corresponden a corredores 

que “permiten el traslado de todo tipo de transporte de personas como de mercancías, 

con el uso de vehículos de transporte pesado y la multitudinaria aglomeración de 

manifestantes, no pacíficos, que impiden el libre tránsito de las personas, ocasionando 

la paralización de varios sectores que afectan a la economía del país”. Por ende, la 

obstaculización de las principales vías ha impedido el “libre tránsito de personas y 

vehículos, afectando garantías, libertades y derechos de los ciudadanos, así como, el 

normal desenvolvimiento de sus actividades personales, económicas, comerciales y 

laborales”.  

 

35. Para sustentar aquello, refiere a los Informes PN-DGSCOP-DCO-2025-497-INF y 

PN-DGSCOP-DCO-2025-499-INF, que detallan los siguientes hechos por provincia 

entre el 14 y 15 de septiembre de 2025:  

                                                 
6 CCE, dictamen 3-21-EE/21, 21 de julio de 2021, párr. 7.1.1. 
7 CCE, dictamen 9-24-EE/24, 12 de septiembre de 2024, párr. 24. 
8 CCE, dictamen 8-21-EE/21, 10 de diciembre de 2021, párr. 18. 
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i) El 14 de septiembre de 2025, en la provincia del Carchi a las 23h45 

manifestantes retuvieron a un servidor policial. El 15 de septiembre de 2025, 

a las 00h20 se procedió a su liberación, a las 06h00 se procedió a la 

aprehensión de dos ciudadanos por paralización de un servicio público; entre 

las 09:20 y 10h00 se registraron bloqueos de vías en el cantón Tulcán, Bolívar 

y San Gabriel y; a las 10h15 se habilitó parcialmente la vía E35 en el sector 

el Mamut, cantón Bolívar.  

 

ii) El 15 de septiembre de 2025, en la provincia de Imbabura a las 18h00 se 

concentran manifestantes de la comunidad Caluqui, parroquia González 

Suárez y cerraron la vía en el sector del semáforo de Caluqui.  

 

iii) El 15 de septiembre de 2025, en la provincia de Pichincha entre las 08h55 y 

las 13h00 se registraron cierres de vías en el cantón Mejía, en el sector de 

Tambillo y un cierre temporal en el Distrito de Calderón (10h43). Asimismo, 

se indica que a las 15h25 se habilitó la vía E35 en el cantón Mejía tras una 

mesa de diálogo entre autoridades del Gobierno Nacional y dirigentes de 

transporte pesado y a las 16h30 la circulación de tránsito estuvo reestablecida.  

 

iv) El 15 de septiembre de 2025, en la provincia de Cotopaxi se reportó a las 

10h15 “una marcha por parte del gremio del transporte escolar […] 

Panamericana E35 a la altura de la piedra colorada hasta la Gobernación de 

Cotopaxi con la finalidad de entregar un manifiesto exigiendo en la 

Gobernación de Cotopaxi, sobre la derogatoria del Decreto No. 126”. 

Además, se indican las medidas adoptadas por la Policía Nacional en el marco 

del traslado de la Presidencia de la República a esta provincia.  

 

v) El 15 de septiembre de 2025, en la provincia de Santo Domingo se reportó a 

las 07h00 el cierre vial de la entrada a Puerto Limón con unidades de 

transporte pesado y a las 16h10 se habilitó totalmente la vía luego de diálogos 

entre las diferentes autoridades de la provincia.  

 

vi) El 15 de septiembre de 2025, en la provincia de Azuay a las 8h45 se produjo 

una reunión entre sindicatos de transportistas, a las 9h15 se dio inicio a una 

marcha “con la finalidad de entregar un manifiesto exigiendo en la 

Gobernación de Azuay, sobre la derogatoria del Decreto No. 126”, misma 

que termina a las 13h25. A las 11h10 transportistas y agremiados del Azuay 

llevan a efecto el cierre de la vía Cuenca-Azogues con vehículos de transporte 

pesado y a las 13h25 se retiran permitiendo la circulación de tránsito.  
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vii) El 15 de septiembre de 2025, en la provincia de Bolívar se da a conocer 

“reuniones entorno a la eliminación del subsidio al diésel” de gremios de 

transportistas. 

 

viii) De igual manera con fecha de corte a las 23h59 del 15 de septiembre de 2025, 

se reportan que hay vías inhabilitadas en las provincias de Santo Domingo,9 

Pichincha,10 Orellana,11 Cotopaxi,12 Manabí,13 Guayas,14 Azuay,15 Loja,16 

Los Ríos,17 Carchi18 e Imbabura.19  

 

ix) Finalmente, en los informes constan como conclusiones que las 

manifestaciones por el subsidio del diésel han generado bloqueos estratégicos 

en Carchi, Imbabura, Manabí, Los Ríos, Azuay y Pichincha, “empleando 

vehículos pesados como principal medio de presión, lo que ocasiona 

afectaciones directas a la movilidad, la seguridad ciudadana y el orden 

público. 

 

x) En ese sentido, se concluye que la oportuna intervención policial, bajo 

lineamientos del PME al PMO y con coordinación interinstitucional, permitió 

controlar y habilitar parcialmente varios tramos viales, evitando un 

escalamiento mayor de la conflictividad, aunque se mantiene latente el riesgo 

de nuevas acciones de fuerza por parte de los gremios de transportistas  

 

36. Por otra parte, el presidente de la República adjunta el Oficio SIS-SIS-2025-0570-OF, 

en el que se detalla que durante el 14 y 15 de septiembre de 2025, ocurrieron cierres 

viales en las provincias de Carchi, Imbabura, Morona Santiago, Pichincha, Santo 

Domingo de los Tsáchilas, Loja, Guayas, Los Ríos, Azuay, Manabí, Sucumbíos y 

Orellana. A su vez, con corte a las 16h00 de 15 de septiembre de 2025, se registraron 

como vías cerradas las siguientes: i) Piquiucho y el Mamut, La Posta, Julio Andrade 

en la provincia del Carchi; ii) Alóag km 0 y El Corcel Panamericana Sur en la provincia 

de Pichincha y iii) vía Quevedo km7 en la provincia de Santo Domingo de los 

Tsáchilas.  

 

                                                 
9 En el sector Puerto Limón.  
10 En el sector El Obelisco.  
11 En el sector del Ministerio de Obras Públicas.  
12 En el sector de Panzaleo y Lasso. 
13 En los cantones Portoviejo y Montecristi. 
14 En el sector del Cuartel Intermedio y Nobol.  
15 En la ciudad de Cuenca.  
16 En el sector El Plateado. 
17 En el sector mini terminal vía Empalme. 
18 En los sectores parque El Avión, cementerio de Julio Andrade, Cunquer, comunidad Piquiucho y el 

Oblisco-Tulcán.  
19 En los sectores de Caluqui, Pijal y Espejo.  
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37. Además, cita varios reportes de medios de comunicación publicados el 14 y 15 de 

septiembre de 2025 en la red social X y en Internet en los que se constata los 

enfrentamientos entre manifestantes y los miembros de la Policía Nacional y las 

Fuerzas Armadas en Julio Andrade; los cierres viales acontecidos en las siguientes 

zonas: i) vía Alóag Santo Domingo, ii) vía Santo Domingo–El Limón, iii) 

Panamericana E35 en algunos sectores de la Provincia de Imbabura y en varios puntos 

del cantón Mejía, iv) Panamericana Norte y av. Simón Bolívar, v) Panamericana E35 

San Gabriel – La Paz, La Paz – Bolívar, Bolívar –Piquiucho y Bolívar – San Gabriel 

y la rehabilitación de la Panamericana Sur en Alóag, tras varias horas de cierre. Así 

pues, se verifica que el presidente de la República se refiere a circunstancias que fueron 

actuales el 14 y 15 de septiembre de 2025 y no a escenarios probables o futuros. 

 

38. En tanto, en el decreto ejecutivo 146, el presidente de la República hace alusión a los 

anuncios realizados por diversas organizaciones y movimientos indígenas en la 

provincia de Chimborazo convocando a un paro nacional en rechazo a la eliminación 

del subsidio del diésel y la adhesión al mismo de la Confenaie y campesinos de 

Cotacachi. A criterio del presidente de la República, ha aumentado la “organización 

de ciertos movimientos para obstaculizar las vías principales” y las declaraciones de 

paro nacional ha generado alarma en la población civil. De igual manera, señala que, 

en las provincias de Carchi, Imbabura, Pichincha, Azuay, Bolívar, Cotopaxi, Santo 

Domingo y Chimborazo se ha “reportado mayor concentración de obstaculización de 

vías principales” y que la magnitud de las manifestaciones y cierres de vías produce 

mayor afectación en dichas provincias, “así como el aumento del fenómeno 

delincuencial en ciertas franjas horarias”.  

 

39. Para respaldar aquello, el presidente de la República adjunta diversos reportes de 

medios de comunicación publicados el 17 y 18 de septiembre de 2025 en los que se da 

a conocer los anuncios de las organizaciones y movimientos indígenas. De igual 

manera, se adjuntan los informes Nro. PN-DGSCOP-DCO-2025-514-INF y Nro. PN-

DGSCOP-DCO-2025-516-IN emitidos el 18 de septiembre de 2025 por la Dirección 

General de Seguridad Ciudadana y Orden Público de la Policía Nacional del Ecuador 

en los que constan los siguientes hechos: 

 

i) Durante el 15, 16, 17 y 18 de septiembre de 2025, en la provincia de 

Chimborazo se realizaron reuniones entre gremios de transportistas, 

organizaciones indígenas quienes como parte de sus medidas advierten que, 

si hay negativas por parte del gobierno se realizarán movilizaciones de 

manera progresiva radicalizada e inclusive una paralización a nivel 

provincial.  
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ii) El 17 de septiembre de 2025, en la provincia de Cotopaxi, a las 16h35 se 

registró una concentración de docentes de la UTC Cotopaxi, “en los exteriores 

sobre las calles Simón Bolívar y Jamaica, la cual finaliza a las 17:20 

habilitando la vía en su totalidad”.  

 

iii) El 16 de septiembre de 2025, en la provincia de Bolívar se realizan patrullajes 

por los diversos sectores.  

 

iv) El 16 de septiembre de 2025, en la provincia del Carchi a las 05h00 se reporta 

el cierre de la vía Carchi/Montufar con quema de llantas, consumo de bebidas 

alcohólicas y cobro de dinero. Además, se indica que “ciudadanos 

afroecuatorianos están amedrentando a los vehículos que pasan por el sector 

con la finalidad de cobrarle de 5 a 10 dólares por vehículo”. De igual manera, 

entre las 05h00 y las 12h10 se reportan cierres viales en las zonas de Carchi / 

Bolívar y Carchi/ Montúfar y se reporta la aprehensión de 4 ciudadanos.  

 

v) El 14 de septiembre de 2025, en la provincia de Imbabura, a las 22h30 se 

registró el cierre de la vía en el sector de Socapamba, con el cruce de un 

camión, pero posterior a un diálogo, se habilitó la vía. El 15 de septiembre de 

2025, en la ciudad de Otavalo se registró personas que se concentraban para 

cerrar la vía en el semáforo de Caluquí. El 16 de septiembre de 2025, se 

registró la retención de 02 servidores policiales por parte de los manifestantes 

durante aproximadamente ocho horas, un servidor policial herido por el 

lanzamiento de una piedra, cierre de la vía Pijal y Eugenio Espejo, 

“enfrentamientos con la fuerza pública, los manifestantes hacen uso de tubos 

artesanales como propulsor de voladores en contra del personal policial 

desplegado en el sector”.  El 17 de septiembre de 2025, en la ciudad de 

Cotacachi, la UNORCAC declaró persona no grata a la vicepresidenta de la 

República y convocó a un paro indígena.  

 

vi) Adicional a ello, se pone en conocimiento que, en las provincias de Carchi, 

Imbabura, Cotopaxi, Chimborazo y Bolívar hay una “incidencia delictual en 

la noche y madrugada donde se necesita acciones de la policía para prevenir 

el delito”, sin embargo, “por las movilizaciones y manifestaciones se ve 

mermada estas acciones por el control del orden público, lo que puede 

provocar la afectación directa en la seguridad ciudadana e integral de las 

personas”.  

 

vii) De igual manera con fecha de corte a las 23h59 del 17 de septiembre de 2025, 

se reportan que hay vías inhabilitadas en las provincias de Santo Domingo, 
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Pichincha, Orellana, Cotopaxi, Manabí, Guayas, Azuay, Loja, Los Ríos, 

Carchi, Imbabura, Santo Domingo y Zamora Chinchipe.  

 

40. En consecuencia, el presidente de la República, en el decreto ejecutivo 134, de 16 de 

septiembre de 2025, ha recurrido a noticias publicadas en diversos medios de 

comunicación nacionales sobre las movilizaciones y cierres viales y, principalmente, 

a informes emitidos por la Policía Nacional del Ecuador y la Subdirección Técnica de 

Operaciones. Por su parte, en el decreto 146, de 18 de septiembre de 2025, también ha 

acudido a reportes de medios de comunicación y a informes emitidos por la Dirección 

General de Seguridad Ciudadana y Orden Público de la Policía Nacional del Ecuador. 

Así, con base en la información aportada por el presidente de la República, esta Corte 

pasa a constatar la certeza de la actual ocurrencia de los hechos en cada una de las 

provincias objeto de la declaratoria del estado de excepción. 

 

41. En el caso de la provincia de Carchi, esta Corte constata que entre el 14 y 16 de 

septiembre de 2025 se suscitaron cierres viales, el 14 de septiembre de 2025 

manifestantes retuvieron a un servidor policial, el 15 de septiembre de 2025, dos 

ciudadanos fueron aprehendidos por paralización de un servicio público y hubo 

enfrentamientos entre la policía nacional y manifestantes en la parroquia Julio 

Andrade, y el 16 de septiembre de 2025, se registró quema de llantas e intimidación 

para realizar cobros para el transporte de vehículos. En ese sentido, esta Corte constata 

la real ocurrencia de hechos en la provincia de Carchi.  

 

42. Por su parte, en la provincia de Imbabura, esta Corte constata que entre el 14 y 16 de 

septiembre de 2025 se produjeron cierres viales y el 16 de septiembre de 2025 se 

registró la retención de 02 servidores policiales por parte de los manifestantes y 

enfrentamientos entre los manifestantes y los miembros de la fuerza pública. Además, 

es un hecho público y notorio que, en esta provincia en particular, los eventos violentos 

en el marco de las protestas se han intensificado, tal es el caso que, para el 16 de 

septiembre de 2025, no solo se registraron cierres viales, sino que también el uso de 

armas artesanales para enfrentar a la fuerza pública. Por lo tanto, esta Corte constata 

la real ocurrencia de hechos en la provincia de Imbabura.   

 

43. En cuanto a las provincias de Azuay, Pichincha, Cotopaxi y Santo Domingo, esta Corte 

constata que durante el 14 y 16 de septiembre de 2025, únicamente se suscitaron 

cierres viales producto de las manifestaciones y en el caso de las provincias de Azuay 

y Cotopaxi, marchas pacíficas de la ciudadanía para entregar manifiestos en sus 

respectivas gobernaciones. De modo que, esta Corte observa que el presidente de la 

República no ha aportado elementos suficientes para acreditar que producto de los 

cierres viales, en las provincias referidas se haya ocasionado la interrupción de 

servicios públicos, complicaciones a la cadena de abastecimiento de alimentos a la 
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población, la paralización de sectores que afectan la economía del país o hechos 

violentos. Al contrario, los hechos corresponden a manifestaciones propias del derecho 

a la protesta social y a la resistencia, que al no comportar actos de violencia se 

encuentran dentro de los límites legítimos del ejercicio de dichos derechos. En 

consecuencia, respecto a estas provincias no se verifica la real ocurrencia de hechos 

que motiven la declaratoria de estado de excepción. 

 

44. Por otra parte, con relación a la provincia de Bolívar esta Corte, con base en la 

información aportada por el presidente de la República, observa que únicamente se 

suscitó una reunión entre gremios de transportistas, no obstante, no se constata la real 

ocurrencia de cierres viales ni de hechos violentos producto de las manifestaciones. 

Por lo que, el mero hecho de una reunión entre transportistas para tratar la eliminación 

del subsidio al diésel no configura un hecho actual que justifique la declaratoria de un 

estado de excepción.  

 

45. En el mismo sentido, respecto a la provincia de Chimborazo, la cual fue incluida en la 

declaratoria de estado de excepción mediante decreto ejecutivo 146, esta Corte precisa 

que los hechos descritos en dicho decreto, referentes a las convocatorias a un paro 

nacional, se encuentran sustentados en noticias de medios de comunicación y en los 

informes PN-DGSCOP-DCO-2025-514-INF y PN-DGSCOP-DCO-2025-516-IN 

emitidos por la Dirección General de Seguridad Ciudadana y Orden Público de la 

Policía Nacional del Ecuador. No obstante, estos hechos en específico, a la fecha de 

emisión del decreto ejecutivo 146 constituían escenarios futuros y no circunstancias 

actuales.  En ese sentido, esta Corte ha sido enfática al señalar que “el estado de 

excepción no es preventivo” y que las “convocatorias a protestar o manifestar no 

constituyen en sí mismas razones para emitir un decreto ejecutivo de estado de 

excepción”.20 Por lo tanto, este Organismo considera que los hechos específicos 

referentes a las convocatorias a una movilización nacional, y que han sido referidos 

por el presidente de la República en el decreto 146 para incluir a la provincia de 

Chimborazo en la declaratoria de estado de excepción, no constituyen hechos actuales 

que permitan fundamentar la declaratoria de estado de excepción, sino que 

corresponden a escenarios futuros.  

 

46. Cabe precisar que lo detallado en el informe PN-DGSCOP-DCO-2025-516-IN 

referente a los índices de delincuencia que afrontan las provincias de Carchi, Imbabura, 

Cotopaxi, Chimborazo y Bolívar en la noche y madrugada corresponde a información 

contextual y referencial que no incluye en el objeto de control de este Organismo.  

 

47. Con base en el análisis precedente, esta Corte verifica el cumplimiento del requisito 

material previsto en el artículo 121.1 de la LOGJCC, exclusivamente en las provincias 

                                                 
20 CCE, dictamen 4-22-EE/22, 27 de junio de 2022, párr. 29.  
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de Imbabura y Carchi. Por lo que, el análisis posterior únicamente se circunscribirá a 

estas provincias.  

 

4.2. Que los hechos constitutivos de la declaratoria configuren las causales 

invocadas 

 

48. En el artículo 1 del decreto ejecutivo 134, el presidente de la República invoca la causal 

de grave conmoción interna debido a “las paralizaciones que han alterado el orden 

público, provocando situaciones de violencia manifiesta que pone en riesgo la 

seguridad de los ciudadanos y sus derechos a la libre circulación, al trabajo y al 

ejercicio de actividades económicas”. La Corte Constitucional ha precisado los 

elementos para verificar cuándo se configura esta causal:  

 

La conmoción interna implica la real ocurrencia de acontecimientos de tal intensidad que 

alteren gravemente en contra del ejercicio de derechos constitucionales, la estabilidad 

institucional, la seguridad y la convivencia normal de la ciudadanía. En segundo lugar, 

los hechos que configuran una situación de grave conmoción interna deben generar una 

considerable alarma social. Estos hechos, de manera frecuente, suelen ser reportados por 

los medios de comunicación.21 

 

49. En ese sentido, el presidente de la República debe demostrar y explicar con claridad 

en el decreto ejecutivo, cómo los hechos que señala se ajustan a los criterios 

constitucionales mencionados y corresponden efectivamente a la causa de grave 

conmoción interna.  

 

50. En relación con el primer elemento que configura la grave conmoción interna, esto es 

la intensidad de los hechos ocurridos y su alteración grave al ejercicio de derechos 

constitucionales, estabilidad institucional, seguridad y convivencia normal de la 

ciudadanía, esta Corte considera que los cierres viales, los enfrentamientos producidos 

en la parroquia Julio Andrade, la retención de un servidor policial; la quema de llantas 

e intimidación para cobros para el transporte de vehículos suscitados en la provincia 

de Carchi- hechos calificados como de real ocurrencia- constituyen una alteración 

grave al ejercicio de los derechos constitucionales, a la seguridad y a la convivencia 

normal de la ciudadanía en dicha provincia.  

 

51. Por otra parte, en cuanto a la provincia de Imbabura, esta Corte considera que los 

cierres viales, la retención de miembros policiales, lesiones a un miembro policial y 

enfrentamientos entre manifestantes y miembros policiales, los cuales para la fecha de 

la declaratoria de estado de excepción, se intensificaron y transformaron en actos de 

violencia cada vez más graves y frecuentes, como el uso de armas artesanales para 

enfrentar a la fuerza pública-eventos calificados como de real ocurrencia- constituyen 

                                                 
21 CCE, dictamen 3-19-EE/19, 09 de julio de 2019, párr. 21. 
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una alteración grave al ejercicio de los derechos constitucionales, a la seguridad y a la 

convivencia normal de la ciudadanía en esta provincia. 

 

52. Ahora, corresponde analizar si se configura el segundo elemento de la causal de grave 

conmoción interna, esto es la considerable alarma social, en las provincias de Carchi 

e Imbabura. Al respecto, se observa que, de los hechos descritos en el decreto ejecutivo 

134 y 146, así como de lo reportado en medios de comunicación y los informes 

adjuntados por el presidente de la República, en las provincias de Carchi e Imbabura 

existieron cierres viales y actos violentos como enfrentamientos que han provocado la 

limitación a la movilización regular de las personas, lo cual genera incertidumbre en 

la zona y la potencial afectación de derechos constitucionales, produciendo alarma 

social.  

 

53. En virtud de lo expuesto, esta Corte concluye que los hechos invocados por el 

presidente de la República respecto a los cierres de vías y actos violentos suscitados 

en la provincia de Imbabura y Carchi configuran la causal de grave conmoción interna.  

 

4.3. Que los hechos constitutivos de la declaratoria no puedan ser superados a 

través del régimen constitucional ordinario 

 

54. La potestad privativa del presidente de la República para declarar un estado de 

excepción debe responder, entre otras circunstancias, a la imposibilidad de superar 

determinados hechos mediante mecanismos institucionales ordinarios.22 En ese 

sentido, debe verificarse si los hechos violentos referidos en las provincias de Carchi 

e Imbabura, en el marco de protestas, no han podido ser superados por las entidades 

estatales competentes. 

 

55. Esta Corte, a propósito de movilizaciones sociales, en reiteradas ocasiones ha 

manifestado que la primera entidad llamada a controlar los hechos violentos 

mencionados es la Policía Nacional, guardando la debida proporcionalidad de su 

accionar.23 Asimismo, este Organismo ha hecho referencia al amplio aparataje con el 

que cuenta el Estado para brindar seguridad a sus ciudadanos en el marco de un 

régimen ordinario.24 

 

56. Con base en las consideraciones expuestas, se procederá a verificar si los hechos 

referidos, en el marco de protestas de varios grupos sociales en las provincias de Carchi 

e Imbabura no han podido ser superados por el régimen constitucional ordinario. 

 

                                                 
22 CCE, dictamen 3-22-EE/22, 22 de junio de 2022, párr. 33.  
23 Ibídem, párr. 34.  
24 Ídem. 
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57. En las consideraciones del Decreto Ejecutivo 134, se señala:  

 
[…] Que mediante informes No. PN-DGSCOP-DCO-2025-497-INF y No. PN-DGSCOP-DCO-

2025-499-INF, la Policía Nacional desde las primeras horas del 15 de septiembre de 2025, ha 

reportado todas las actividades desarrolladas por los manifestantes, sin embargo las mismas no 

han podido ser controladas, logrando su objetivo de cerrar las carreteras, así como de llegar a 

enfrentamientos con la Fuerza Pública, lo que evidencia que corresponden a manifestaciones y 

aglomeraciones violentas por ciertos grupos de personas y atentan contra los derechos de libertad 

de tránsito y acceso a servicios públicos de la ciudadanía; 

Que debido al escalamiento de las manifestaciones de violencia que se están presentando y a las 

evidentes restricciones al derecho al trabajo, a realizar actividades económicas y a la libertad de 

tránsito en contra de otros ciudadanos, es necesario recurrir a medidas extraordinarias que permitan 

rehabilitar las vías y el normal desenvolvimiento de actividades económicas y comerciales; 

Que los informes de la Policía Nacional y del SIS ECU 911, denotan que a pesar de que se había 

detectado el inicio de las manifestaciones y cierres de vías, en algunos casos desde el 14 de 

septiembre de 2025, y de los operativos desplegados para el mantenimiento del orden público y la 

seguridad ciudadana, la presencia de miembros policiales no ha impedido que se realicen el cierre 

de varias vías y se paralice el transporte, siendo necesario, en consecuencia, complementar las 

acciones policiales con el empleo de las Fuerzas Armadas; 

Que tanto de los informes institucionales como de las noticias que son de público conocimiento, 

destaca que el Gobierno ha mantenido también como medida ordinaria el diálogo con ciertos 

sectores que se encuentran cerrando las vías y en las manifestaciones, sin que esto haya logrado 

que se termine las mismas, y demostrando que es insuficiente las medidas ordinarias; 

Que ante la problemática que enfrenta el país por la escalada de violencia criminal, la asignación 

de más efectivos policiales implicaría desproteger otras circunscripciones territoriales, por tanto, 

es necesario recurrir a medidas extraordinarias y temporales para hacer frente a este tipo de 

situaciones que afectan la convivencia pacífica, el orden constituido y la seguridad ciudadana de 

la población; 

 

58. El presidente de la República refiere que la Policía Nacional no ha podido controlar el 

cierre de carreteras, que se han generado enfrentamientos con la Fuerza Pública y que, 

pese a los diálogos que ha mantenido el gobierno con los manifestantes, no se ha 

logrado que se terminen las manifestaciones. De igual manera, manifiesta que debido 

a la problemática de violencia criminal que enfrenta el país, la asignación de más 

efectivos policiales a las zonas de las manifestaciones implicaría desproteger otras 

circunscripciones territoriales.  

 

59. Al respecto, esta Corte observa que, en los informes PN-DGSCOP-DCO-2025-497-

INF y PN-DGSCOP-DCO-2025-499-INF se constata que la Policía Nacional pese a 

que controló y habilitó ciertos tramos viales el 15 de septiembre de 2025, en esa fecha 

hubo la retención de un servidor policial y enfrentamientos entre manifestantes y la 

fuerza pública. Además, para el 16 de septiembre de 2025 en la provincia del Carchi 

se registraron nuevamente cierres viales acompañados de actos violentos como la 

quema de llantas y actos intimidatorios a la ciudadanía para realizar cobros por el 

transporte de vehículos. Lo propio ocurrió en la provincia de Imbabura que, para el 16 

de septiembre de 2025, las manifestaciones sociales escalaron a actos violentos como 

enfrentamientos con la fuerza pública y retención de miembros policiales, incluso, se 

reportó que los manifestantes han hecho uso de tubos artesanales como propulsor de 

voladores en contra del personal policial desplegado en el sector, hechos que se han 
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intensificado y elevan el nivel de riesgo a la seguridad y ejercicio de derechos de la 

ciudadanía en estas provincias.  

 

60. En consecuencia, ante la real ocurrencia de hechos verificados por esta Corte en las 

provincias de Carchi e Imbabura, en el marco de las protestas, se constata que los 

mismos no han podido ser superados mediante el régimen constitucional ordinario. 

 

61. Sin perjuicio de aquello, la justificación ofrecida por el presidente de la República 

respecto a la capacidad de respuesta de la Policía Nacional, esta Corte ya ha sido 

enfática al señalar que esta justificación no debe “limitarse a un asunto de número de 

efectivos”.25 Asimismo, no se ha acompañado material cuantitativo y cualitativo 

probatorio objetivo, útil e idóneo que permita dar cuenta de cuantos miembros de la 

Policía Nacional se encuentran en las circunscripciones territoriales en las que se 

encuentra un mayor grado de actos delictivos, ni cuáles son estas circunscripciones 

territoriales, ni cómo la asignación de estos a las provincias objeto del decreto de 

estado de excepción afectaría a otras.  

 

4.4. Que la declaratoria este dentro de los límites temporales y espaciales 

establecidos en la Constitución de la República 

 

62. El artículo 166 de la Constitución dispone que el estado de excepción debe observar 

el principio de territorialidad y de temporalidad. En cuanto a este examen, la Corte ha 

determinado: 

 

[P]ara cumplir con los principios de necesidad y proporcionalidad, las medidas que se 

adopten en un estado de excepción deben limitarse también al tiempo estrictamente 

requerido por las exigencias de la situación y al lugar donde específicamente ocurren los 

hechos que justifican la declaratoria, sin que esto implique que siempre debe ser el tiempo 

máximo o el territorio nacional.26 

 

63. Respecto al alcance territorial y focalizado del estado de excepción, este Organismo 

ha señalado:  

 

[L]a focalización geográfica de un estado de excepción es razonable cuando, al menos: i) 

se identifica claramente la delimitación geográfica, estableciendo concretamente la 

jurisdicción o jurisdicciones cantonales, provinciales o regionales sobre las que rige el 

estado de excepción; y, ii) se acompaña la suficiente información objetiva que da cuenta 

de la real ocurrencia de los hechos en las jurisdicciones específicas sobre las que se 

declara el estado de excepción y su situación calamitosa en comparación con otras 

jurisdicciones.27 

 

                                                 
25 CCE, dictamen 4-22-EE/22, 27 de junio de 2022, párr. 41.  
26 CCE, dictamen 4-20-EE/20, 19 de agosto de 2020, párr. 40. 
27 CCE, dictámenes 5-22-EE/22, 06 de julio de 2022, párr. 55; 1-21-EE/21, 06 de abril de 2021, párr. 8 y 

6-20-EE/20, 19 de octubre de 2020, párr. 31  
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64. El artículo 1 del decreto ejecutivo 134 declara el estado de excepción por grave 

conmoción interna en las provincias de Carchi, Imbabura, Pichincha, Azuay, Bolívar, 

Cotopaxi, y Santo Domingo. Por su parte, en el artículo 1 del decreto ejecutivo 146 se 

incorpora la provincia de Chimborazo.  

 

65. En primer lugar, esta Corte observa que, en concordancia con lo señalado en la sección 

4.1 párrafo 43 ut supra de este dictamen, en la provincia de Azuay, Pichincha, 

Cotopaxi y Santo Domingo no se constató la real ocurrencia de hechos alegados por 

el presidente como actos violentos en el marco de las protestas. De igual manera, en el 

caso de la provincia de Bolívar, tampoco se verificó la real ocurrencia de cierres viales 

o protestas violentas que fueron alegadas por el presidente de la República. Por su 

parte, en la provincia de Chimborazo se verificó que los hechos alegados por el 

presidente no constituían hechos actuales, sino futuros. Por lo tanto, no hay una 

justificación material que explique la declaratoria de estado de excepción en las 

provincias de Azuay, Pichincha, Cotopaxi, Santo Domingo, Bolívar y Chimborazo.  

 

66. Por otra parte, los cierres viales de las provincias de Carchi e Imbabura sumados a los 

hechos violentos suscitados en el marco de las manifestaciones, y que han sido 

calificados como de real ocurrencia y que configuran la causal de grave conmoción 

interna justifican la declaratoria de estado de excepción.  

 

67. En conclusión, en las provincias de Carchi e Imbabura se han verificado hechos 

actuales que configuran la causal de grave conmoción interna, por ende, el estado de 

excepción es constitucional en este límite geográfico. Sin embargo, esta Corte 

determina que la declaratoria de estado de excepción es inconstitucional en las 

provincias de Bolívar, Chimborazo, Azuay, Santo Domingo, Cotopaxi y Pichincha por 

no acreditarse la real ocurrencia de los hechos para la causal de grave conmoción 

interna en dichos territorios; y, por tanto, son excluidos del análisis siguiente.   

 

68. En cuanto a los límites temporales del estado de excepción, el artículo 164 de la 

Constitución determina que este puede ser declarado por un plazo máximo de 60 días 

y con una prórroga por 30 días adicionales. Así, la Corte ha manifestado que el fin de 

la declaratoria de un estado de excepción es “utilizar las acciones extraordinarias que 

la Constitución prescribe, para contener de forma rápida y eficiente una determinada 

situación, y, con ello, ganar tiempo para coordinar esfuerzos dentro del régimen 

ordinario”.28 De igual manera, se ha recalcado que el tiempo en que rige el estado de 

excepción “debe ser el estrictamente necesario para activar los mecanismos ordinarios 

disponibles y responder a los hechos que lo motivaron y ante la persistencia de los 

                                                 
28 CCE, dictamen 5-22-EE/22, 06 de julio de 2022, párr. 56.  
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hechos, como último mecanismo, puede ser renovado observando los parámetros 

estrictamente determinados por la norma y la jurisprudencia de esta Corte”.29 

 

69. En el artículo 2 del decreto ejecutivo 134 se determina que:  

 
[…] La declaratoria de estado de excepción tendrá vigencia de sesenta (60) días; sin perjuicio de 

una eventual terminación anticipada de la declaratoria. 

Este plazo se fundamenta en la necesidad de mantener presencia reforzada del Estado en el 

territorio indicado durante el tiempo suficiente para poder fortalecer el orden público y limitar los 

escenarios de violencia en contra de las personas y bienes públicos y privados. 

Los derechos restringidos son únicamente los descritos en este Decreto Ejecutivo. 

 

70. Con relación a ello, esta Corte observa que el presidente ha establecido el plazo 

máximo constitucional de 60 días, fundamentándose en la necesidad de fortalecer el 

orden público y limitar los escenarios de violencia, con la potestad de una eventual 

terminación anticipada. Al respecto, esta Corte considera que, el presidente no ha 

presentado mayores justificaciones de porque se remite el tiempo máximo de la 

declaratoria de estado de excepción. Por lo que, aun cuando haya dejado abierta la 

posibilidad de una terminación anticipada, en caso de que cesen los eventos que 

motivaron la declaratoria, es importante recordar a la Presidencia de la República que 

los hechos objeto del estado de excepción responden a una naturaleza dinámica que no 

necesariamente requiere de la activación temporal máxima de este mecanismo 

extraordinario. No obstante, dado que la declaratoria de estado de excepción se 

encuentra dentro del límite temporal determinado en el artículo 166 de la Constitución, 

se verifica su cumplimiento.  

 

71. Por todo lo expuesto en este acápite, del examen integral del decreto de estado de 

excepción, esta Magistratura constata que cumple con los requisitos materiales 

establecidos en el artículo 121 de la LOGJCC en lo que atañe, a la causal de grave 

conmoción interna, exclusivamente, en las provincias de Carchi e Imbabura. Por tal 

razón, se continúa con el respectivo análisis del control de constitucionalidad de las 

medidas dispuestas en el decreto ejecutivo 134 y 146.  

 

5. Control formal de las medidas adoptadas con fundamento en el estado de 

excepción 

 

72. De acuerdo con el artículo 122 de la LOGJCC, la Corte Constitucional debe verificar 

que las medidas adoptadas con fundamento en la declaratoria de estado de excepción 

cumplan con los siguientes requisitos formales: “1. Que se ordenen mediante decreto, 

de acuerdo con las formalidades que establece el sistema jurídico; y, 2. Que se 

enmarquen dentro de las competencias materiales, espaciales y temporales de los 

estados de excepción”. Por tanto, las secciones siguientes verificarán que las medidas 

                                                 
29 Ibidem.  
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adoptadas con fundamento en la declaratoria de estado de excepción cumplan con los 

requisitos formales previstos en la LOGJCC. 

 

5.1. Que se ordene mediante decreto ejecutivo de acuerdo con las formalidades 

que establece el sistema jurídico 

 

73. Las medidas adoptadas con fundamento en el estado de excepción fueron ordenadas 

por el presidente de la República en los artículos 3 y 4 del decreto ejecutivo 134, así 

como en el artículo 5 del decreto ejecutivo 146. Por tanto, esta Corte verifica el 

cumplimiento del requisito formal previsto en el artículo 122.1 de la LOGJCC. 

 

5.2. Que se enmarquen dentro de las competencias materiales, espaciales y 

temporales de los estados de excepción 

 

74. El presidente de la República en el decreto ejecutivo 134 ordenó la suspensión del 

derecho a la libertad de reunión y la movilización de las Fuerzas Armadas y la Policía 

Nacional en las provincias de Carchi, Imbabura, Pichincha, Azuay, Bolívar, Cotopaxi, 

Santo Domingo y Chimborazo. Por otra parte, en el decreto ejecutivo 146 dispuso la 

suspensión de la libertad de tránsito en las provincias previamente referidas a 

excepción de Pichincha, Azuay y Santo Domingo. No obstante, esta Corte recalca que 

las provincias de Azuay, Pichincha, Cotopaxi, Santo Domingo, Bolívar y Chimborazo 

no son consideradas por no superar el examen material.   

 

75. En cuanto a la competencia temporal, en el decreto se ordena la aplicación de las 

medidas durante el tiempo que dure el estado de excepción (sesenta días). Por ello, se 

verifica que las medidas se enmarcan en los límites materiales, espaciales y temporales 

previstos en la Constitución. 96. Por las razones expuestas, este Organismo verifica el 

cumplimiento del requisito formal previsto en el artículo 122.2 de la LOGJCC. 

 

6. Control material de las medidas adoptadas con fundamento en el estado de 

excepción 

 

76. Para realizar el examen de proporcionalidad de estas medidas, la Corte debe verificar 

en cada una de ellas: i) si existe un fin constitucionalmente protegido, ii) si la medida 

es idónea para el fin constitucional, iii) si es necesaria y iv) si es estrictamente 

proporcional.30 

 

6.1. Disponer la suspensión del derecho a la libertad de reunión  

 

                                                 
30 LOGJCC, artículo 123. 
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77. La Constitución reconoce el derecho a “reunirse y manifestarse en forma libre y 

voluntaria”.31 En anteriores ocasiones, esta Corte ya se ha señalado que estos derechos 

pueden ser susceptibles de limitación cuando ocurren hechos violentos.32 

 

78. El artículo 3 del decreto ejecutivo 136 suspendió el derecho a la libertad de reunión en 

los siguientes términos:  

 
Artículo 3.- Suspender en las provincias de Carchi, Imbabura, Pichincha, Azuay, Bolívar, Cotopaxi 

y Santo Domingo, el derecho a la libertad de reunión. 

La suspensión de la libertad de reunión de las personas consiste en limitar la conformación 

de aglomeraciones en espacios públicos durante las veinticuatro (24) horas del día con el 

objeto de paralizar servicios públicos, e impedir que se atente contra los derechos, libertades 

y garantías del resto de ciudadanas/os. 

En tal sentido, las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional quedan facultadas para impedir y 

desarticular reuniones en espacios públicos donde se identifiquen amenazas a la seguridad 

ciudadana, así como al orden constituido, o paralización de servicios públicos, en estricta relación 

a los motivos del estado de excepción y a la seguridad del Estado, observándose los principios 

de proporcionalidad, necesidad e idoneidad, y el estricto apego al respeto de las demás garantías 

constitucionales. 

Lo anterior no implica restricción al derecho a manifestarse siempre que sea pacíficamente, 

y sin afectar los derechos, libertades y garantías del resto de la ciudadanía (énfasis agregado). 

 

79. Sobre la justificación de esta medida, el presidente de la República también expuso 

que los “hechos acontecidos el 15 de septiembre de 2025, no corresponden únicamente 

a protestas o manifestaciones pacíficas, puesto que su fin, como se ha expresado en 

declaraciones de estos sectores, es paralizar el transporte y ocasionar el cierre de vías 

públicas”. Esto a criterio del presidente de la República afecta a “los derechos del resto 

de la ciudadanía impidiendo que realicen sus actividades con normalidad, afectando la 

libertad de tránsito, el desarrollo de sus actividades económicas y el derecho al 

trabajo”.  

 

80. De igual manera, refiere que esta medida busca un fin constitucionalmente válido que 

es “el normal desenvolvimiento de las actividades de toda la ciudadanía en un 

ambiente de paz, y es idónea puesto que busca impedir manifestaciones violentas o 

abusivas que atenten contra los derechos de las personas a la libertad de tránsito, de 

trabajo y de realizar actividades económicas”.  

 

81. Adicional a ello, en los considerandos del decreto 136 se recalca que se “respeta el 

derecho de reunión con fines de manifestar el derecho a la resistencia de manera 

pacífica” y “reconoce el legítimo derecho a protestar pacíficamente, sin embargo, 

cuando las manifestaciones atentan contra los derechos y garantías del resto de la 

población se está claramente ante un ejercicio abusivo e ilegítimo del derecho, que no 

encuentra protección constitucional”.  

                                                 
31 CRE, artículo 66.13. 
32 CCE, dictamen 4-22-EE/22, 27 de junio de 2022, párr. 88. 
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82. En consecuencia, esta Corte observa que la suspensión del derecho a la libertad de 

reunión consiste en “limitar la conformación de aglomeraciones en espacios públicos 

durante las veinticuatro (24) horas del día con el objeto de paralizar servicios públicos, 

e impedir que se atente contra los derechos, libertades y garantías del resto de 

ciudadanas/os.” Con relación a esta medida se emplean los términos “suspende” y 

“limitación” indistintamente. Al respecto, esta Corte, en dictámenes previos, ha 

indicado que “la suspensión de derechos se produce cuando se impide o priva 

temporalmente el ejercicio de un derecho”.33 El efecto de la suspensión es que se 

imposibilita el ejercicio de derechos. Mientras que la limitación de derechos “reduce 

el ejercicio de un derecho, se establecen condiciones para su ejercicio, pero no se 

impide el ejercicio de derechos”.34 Por lo que, la Corte conmina a la Presidencia a 

emplear estos términos de manera adecuada, en el sentido de que la medida establecida 

en el decreto 134 consiste en limitar la libertad de reunión únicamente cuando ocurren 

hechos violentos, mas no suspender el ejercicio de este derecho.   

 

83. Por otra parte, este Organismo toma nota que esta medida se aplica “donde se 

identifiquen amenazas a la seguridad ciudadana, así como al orden constituido, o 

paralización de servicios públicos, en estricta relación a los motivos del estado de 

excepción y a la seguridad del Estado”, con aplicación de los principios de 

proporcionalidad, necesidad e idoneidad, y el estricto apego al respeto de las demás 

garantías constitucionales. Asimismo, el presidente de la República reconoce que para 

la aplicación de esta medida se respetará las manifestaciones y el derecho a la 

resistencia de manera pacífica.  

 

84. Así, la medida de suspender el ejercicio del derecho a la libre reunión tiene como fin 

evitar que en el marco de las protestas se produzcan hechos violentos, que se paralicen 

servicios públicos e impedir que se atente contra derechos constitucionales. En 

consecuencia, la medida persigue un fin constitucionalmente válido. Por otra parte, la 

medida es idónea para alcanzar el fin de limitar aglomeraciones en las que se 

produzcan hechos violentos, paralización de servicios públicos o atentados contra 

derechos de la ciudadanía. A su vez, resulta necesaria siempre y cuando sea para evitar 

estrictamente hechos violentos. Por lo que, no debe bajo ninguna circunstancia limitar 

el legítimo derecho a la protesta pacífica o a la resistencia. Finalmente es proporcional, 

ya que la limitación de la libertad de reunión, exclusivamente para hechos violentos, 

mas no para ejercer el derecho a la protesta pacífica, permite proteger en mayor medida 

la seguridad de la ciudadanía, la provisión de servicios públicos y el ejercicio de otros 

derechos constitucionales.  

 

                                                 
33 Ibídem, párr. 87. 
34 CCE, dictamen 2-21-EE/21, 28 de abril de 2021, párr. 70. 
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85. Con relación a lo expuesto, esta Corte recalca que el ejercicio y protección del derecho 

a la reunión es un pilar fundamental de las sociedades democráticas, pues permite 

expresar ideas, posiciones, descontentos y opiniones políticas.35 Así, la protesta social 

y la oposición política constituyen formas legítimas del ejercicio del derecho a la 

libertad de reunión y de expresión. Por tanto, deben ser plenamente garantizadas y 

protegidas por el Estado, mas no reprimidas ni criminalizadas. Así, la limitación al 

derecho de reunión no puede ni debe ser utilizadas como herramientas para silenciar 

el descontento ciudadano ni desalentar la oposición política, tan necesaria en la vida 

democrática de un Estado. Por lo tanto, tal como se ha mencionado en anteriores 

declaratorias de estado de excepción en el marco de protestas, debe evitarse las 

restricciones generalizadas del derecho a la reunión. “En el escenario de las reuniones 

en donde ocurren los hechos violentos, es necesario que las autoridades realicen 

evaluaciones individualizadas de los participantes en la reunión que se trate”.36 De 

modo que, es obligación de las autoridades distinguir entre las personas violentas o 

potencialmente violentas y los manifestantes pacíficos.  

 

86. Finalmente, cabe recordar que debe existir una presunción a favor de considerar a las 

reuniones como pacíficas.37 Para el efecto, se debe considerar los parámetros del 

Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, que determina:  

 

La cuestión de si una reunión es pacífica o no se debe responder con referencia a la violencia 

causada por los participantes. La violencia contra los participantes en una reunión pacífica por las 

autoridades o agentes provocadores que actúen en su nombre no hace que la reunión no sea 

pacífica. Lo mismo se aplica a la violencia por parte de otros ciudadanos contra la reunión o por 

participantes en contramanifestaciones.38 

 

6.2. Disponer el empleo de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional 

 

87. El artículo 165 de la CRE en su inciso segundo, numerales 6 y 8 establece:  

 

Art. 165.- Inciso segundo. - Declarado el estado de excepción, la Presidenta o Presidente 

de la República podrá: 

[…] 6. Disponer el empleo de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional y llamar a 

servicio activo a toda la reserva o a una parte de ella, así como al personal de otras 

instituciones. 

[…] 8. Disponer la movilización y las requisiciones que sean necesarias, y decretar la 

desmovilización nacional, cuando se restablezca la normalidad.  

 

                                                 
35 CCE, dictamen 4-22-EE/22, 27 de junio de 2022, párr. 93. 
36 Ibidem párr. 95. 
37 Así lo ha establecido el Comité de Derechos Humanos en la Observación General 37, en donde señaló 

“17. No siempre hay una línea divisoria clara entre las reuniones pacíficas y las que no lo son, pero hay una 

presunción en favor de considerar que las reuniones son pacíficas”. 
38 Ibidem, párr. 18.  
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88. Es así que el artículo 4 del decreto ejecutivo 134 dispuso la movilización de las 

entidades de la Función Ejecutiva, las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional en los 

siguientes términos: 

 
Artículo 4.- Disponer la movilización, en las provincias de Carchi, Imbabura, Pichincha, Azuay, 

Bolívar, Cotopaxi y Santo Domingo de este Decreto Ejecutivo, de tal manera que todas las 

entidades de la Función Ejecutiva, las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional coordinen 

esfuerzos en el marco de sus competencias con la finalidad de ejecutar las acciones necesarias 

para mantener el orden, prevenir acontecimientos de violencia, proteger la vida e integridad 

física de la ciudadanía, así como el derecho a la libre circulación y desarrollo de actividades 

económicas. 

La movilización de las Fuerzas Armadas y su participación en el restablecimiento del orden 

público es complementaria a las acciones de la Policía Nacional en cumplimiento del marco 

legislativo vigente en materia de Seguridad Pública y del Estado. 

La movilización de la Policía Nacional tendrá por objeto reforzar el control interno para 

garantizar la integridad y la convivencia pacífica de los ciudadanos a nivel nacional y la 

intervención emergente ante incidentes que vulneren derechos de las personas, garantizar el 

derecho al libre tránsito, libre desarrollo de actividades económicas y evitar la destrucción del 

patrimonio nacional y cultural (énfasis añadido). 

 

89. En cuanto a la medida correspondiente a la movilización de la Función Ejecutiva, esta 

Corte determina que el presidente de la República no ha expuesto una justificación 

específica ni suficiente para decretar la movilización de todas las entidades de la 

Función Ejecutiva. Además, cabe recalcar que, nada impide que la Función Ejecutiva 

atienda, en el marco de sus competencias, los problemas que aquejan a la sociedad y a 

las provincias de Imbabura y Carchi, sin que para ello sea necesario recurrir a medidas 

extraordinarias como la dispuesta.  

 

90. En relación con la movilización de la Policía Nacional y las Fuerzas Armadas, esta 

Corte ha expuesto que el artículo 165 numeral 6 de la Constitución no prevé la 

posibilidad de “movilizar” a la Policía Nacional ni a las Fuerzas Armadas, sino que 

establece la posibilidad de disponer el empleo de estas dos instituciones.39 Además, 

este Organismo Constitucional ha indicado que, conforme al artículo 36 de la Ley de 

Seguridad Pública y del Estado, la movilización no es una medida aplicable para 

miembros de la Policía Nacional ni de las Fuerzas Armadas. Esta medida sólo puede 

disponerse para ordenar a personas naturales o jurídicas civiles que presten servicios 

forzosos.40 

 

91. En ese sentido, respecto al empleo de la Policía Nacional para reforzar el control 

interno, garantizar la integridad y la convivencia pacífica de los ciudadanos a nivel 

nacional y la intervención emergente ante incidentes que vulneren derechos de las 

personas, garantizar el derecho al libre tránsito, libre desarrollo de actividades 

económicas y evitar la destrucción del patrimonio nacional y cultural, constituyen un 

                                                 
39 CCE, dictamen 1-25-EE/25, 21 de febrero de 2025, párr. 167. 
40 Ibídem. 
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fin constitucionalmente válido. De igual manera, esta medida es idónea ya que permite 

alcanzar dicho fin, pues la función de la Policía Nacional, en virtud del artículo 158 de 

la Constitución, consiste en “la protección interna y el mantenimiento del orden 

público son responsabilidad de la Policía Nacional”. Asimismo, el artículo 163 

prescribe que la Policía Nacional debe “atender la seguridad ciudadana y el orden 

público, y proteger el libre ejercicio de los derechos y la seguridad de las personas 

dentro del territorio nacional”. Por su parte, la medida es necesaria, ya que es la medida 

menos gravosa para alcanzar el fin constitucionalmente válido. Además, es importante 

indicar que, el empleo de la Policía Nacional para controlar el orden público incluso 

es posible dentro del régimen ordinario. Finalmente, la medida es proporcional, 

siempre y cuando la actuación policial se enmarque dentro de sus competencias legales 

y constitucionales, proteja los derechos humanos, respete el ejercicio del derecho a la 

protesta pacífica y a la resistencia.  

 

92. Por otra parte, en lo que corresponde al empleo de las Fuerzas Armadas, esta Corte 

observa que persigue un fin constitucionalmente válido, esto es, mantener el orden 

público, enfrentar acontecimientos de violencia, proteger la vida e integridad física de 

la ciudadanía, así como el derecho a la libre circulación y desarrollo de actividades 

económicas. Asimismo, es idónea pues, permite el restablecimiento del orden interno, 

dado que estas instituciones son las únicas que tienen la competencia constitucional y 

legal para apoyar a la seguridad integral del Estado, así como, para garantizar la 

protección interna y el mantenimiento del orden público.41 Las medidas son necesarias 

ya que, considerando que los hechos descritos por el presidente de la República y que 

motivan este estado de excepción en Carchi e Imbabura no han podido ser superados 

con los mecanismos ordinarios, por lo que no hay otra medida menos gravosa para 

conseguir el fin perseguido.  

 

93. Finalmente, la medida es proporcional siempre que la participación de las Fuerzas 

Armadas sea estrictamente complementaria, subsidiaria, excepcional, temporal y 

focalizada; se limite al período de vigencia del estado de excepción; no sustituya a la 

Policía Nacional ni amplíe sus competencias ordinarias; y se realice bajo coordinación 

operativa policial y sujeción al mando civil. Al respecto, esta Corte recalca que la 

propia Ley Orgánica que Regula El Uso Legítimo de la Fuerza (“LORLUF”) dispone 

que la intervención de FF.AA. para el mantenimiento del orden público y la seguridad 

ciudadana debe ser excepcional, temporal, complementaria, subordinada, regulada, 

condicionada y fiscalizada. Así, conforme al principio de equivalencia de recursos, 

medios, tácticas, procedimientos y niveles de fuerza, en tareas de apoyo las FF.AA. 

emplearán los mismos que están autorizados para la Policía Nacional en contextos de 

control de seguridad interna, aplicando los principios de legalidad, absoluta necesidad 

                                                 
41 CRE. Art. 158.- Las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional son instituciones de protección de los 

derechos, libertades y garantías de los ciudadanos. 
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y proporcionalidad, y los niveles de uso de la fuerza previstos en la LORLUF. En 

reuniones violentas, dichos niveles pueden ser aplicados tanto por la Policía Nacional 

como por las FF.AA., siempre con sujeción a la Constitución, la ley y los protocolos 

operativos; y se prohíbe el uso de armas de fuego (munición letal o de impacto 

cinético) para dispersar reuniones, manifestaciones o protestas pacíficas, reservando 

su empleo solo ante amenaza inminente de muerte o lesiones graves. Este marco 

impone deberes de precaución y desescalamiento y exige planificar las operaciones 

tomando todas las medidas necesarias para minimizar daños. 

 

94. En estos términos, la medida resulta proporcional, siempre que el empleo de las 

Fuerzas Armadas sea (i) extraordinario, (ii) subordinado y complementario, (iii) 

regulado, (iv) fiscalizado, y (v) cuente con mecanismos efectivos de rendición de 

cuentas y denuncia frente a abusos o violaciones de derechos humanos, reconociendo 

y garantizando el derecho a la protesta pacífica y a la resistencia, y observando 

rigurosamente el uso progresivo de la fuerza.  

 

95. Además, esta Corte considera necesario recalcar que las Fuerzas Armadas, como 

institución garante de la protección de los derechos y libertades de los ciudadanos, 

debe respetar el derecho a la protesta pacífica y a la resistencia. Asimismo, debe 

cooperar en la asistencia humanitaria y asegurar los canales necesarios para la 

resolución del conflicto. En consecuencia, el empleo de las Fuerzas Armadas no debe 

entenderse como un mecanismo de contención de la protesta social pacífica ni del 

derecho a la resistencia.  

 

96. Por las consideraciones expuestas, se declara la constitucionalidad del empleo de las 

Fuerzas Armadas y la Policía Nacional en observancia a las consideraciones expuestas 

en los párrafos precedentes.  

 

6.3. Disponer la suspensión de la libertad de tránsito  

 

97. El artículo 5 del decreto ejecutivo 146 dispuso la limitación de la libertad de tránsito 

en los siguientes términos: 

 
Artículo 5.- Disponer la restricción de libertad de tránsito, todos los días, desde las 22h00, 

hasta las 05h00, en las siguientes provincias: Cotopaxi, Imbabura, Chimborazo, Bolívar y Carchi. 

Las personas que circulen durante el horario temporal de restricción serán puestas a órdenes 

de las autoridades competentes. 

Se exceptúan de la restricción a la libertad de tránsito, los siguientes: 

1.- Servicios de salud de la red de salud pública integral y de la red privada complementaria; 

2.- Seguridad y fuerza pública, seguridad privada complementaria, los servicios de gestión de 

riesgos y servicios de atención de emergencias; 

3.- Servicio de emergencia vial; 

4.- Los servidores públicos de la Presidencia de la República, Vicepresidencia de la 

República, Ministerio de Gobierno, Ministerio del Interior, Ministerio de Defensa Nacional, 
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Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a 

Adolescentes Infractores, Asamblea Nacional y cuerpo diplomático acreditado en el país; 

5.- Servidores públicos y / personal de contratistas de entidades públicas, que acrediten que deben 

desplazarse para asegurar la continuidad de los servicios públicos o el cumplimiento de sus 

funciones; 

6.- Personas que formen parte de una cadena logística, incluido el sector exportador, quienes 

deberán demostrar que pertenecen a una empresa cuyo giro ordinario de negocio requiere el 

transporte de carga y, de ser el caso, la licitud de la carga que transportan; de igual manera, 

empresas cuyas plantas o facilidades de producción operen durante la noche o en turnos rotativos 

y sus empleados, debiendo acreditar tal calidad con el carnet o identificación de su empleador; 

7.- Prestadores de servicios de transporte, logística aeroportuaria y transporte público, 

transporte escolar; 

8.- Personas que deban trasladarse desde y hacia aeropuertos por vuelos programados dentro 

del horario de restricción de la libertad de tránsito, y los vehículos que movilicen a estos pasajeros; 

así como quienes ejerzan la actividad de transporte terrestre comercial turístico y el personal 

operativo de las actividades de turismo; 

9.- Abogados, siempre que acrediten la necesidad de acudir a una diligencia judicial, 

funcionarios de la Corte Constitucional y, servidores públicos de la Función Judicial; 

10.- Trabajadores de medios de comunicación social, siempre que acrediten la necesidad; 

11.- Trabajadores de los sectores estratégicos y servicios públicos definidos como tales en la 

Constitución, que son: la energía en todas sus formas, las telecomunicaciones, los recursos 

naturales no renovables, el transporte y la refinación de hidrocarburos, la biodiversidad y el 

patrimonio genético, el espectro radioeléctrico, el agua. la provisión de los servicios públicos de 

agua potable y de riego, saneamiento, energía eléctrica, telecomunicaciones (como servicio 

público), vialidad, infraestructuras portuarias y aeroportuarias, y los demás que determine la ley; 

y, 

12. - Personas que en el ejercicio de sus actividades económicas abastezcan una cadena 

productiva. 

Las personas que se encuentren inmersas en estas excepciones deberán acreditarlo 

documentadamente. 

La Policía Nacional, las Fuerzas Armadas y/o los agentes de control de tránsito están 

facultados para exigir la documentación que acredite encontrarse en una actividad 

exceptuada a toda persona que circule en el horario de toque de queda. 

El Ministerio de Gobierno, en el ámbito de sus competencias, en coordinación con las instituciones 

pertinentes, podrá disponer las medidas que considere oportunas para el desarrollo de las 

actividades laborables y académicas, que fueren del caso (énfasis agregado) 

 

98. En los considerandos del decreto 146 se manifiesta que el fin constitucionalmente 

válido que persigue esta medida es “conseguir el normal desenvolvimiento de las 

actividades de toda la ciudadanía en un ambiente de paz” y “precautelar el orden 

público, la seguridad y la integridad personal”, reconociendo el legítimo derecho a 

protestar pacíficamente. Asimismo, refiere que es idónea porque “busca impedir 

manifestaciones violentas o abusivas que atenten contra los derechos de las personas 

a la libertad de tránsito, de trabajo y de realizar actividades económicas” y reducir el 

movimiento de “las actividades en la noche y la madrugada, de conformidad con el 

nivel de riesgo de cada localidad”. Por su parte, indica que es necesaria porque el 

régimen ordinario no ha sido suficiente para controlar los hechos descritos en el 

decreto ejecutivo 134. Por último, expone que la focalización se realiza a partir del 

informe de la Policía Nacional “que devela la organización para ocasionar 

manifestaciones violentas y paralización de servicios por provincia”. 
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99. En ese sentido, esta Corte observa que la medida persigue un fin constitucionalmente 

válido, tal como se ha mencionado en el decreto 146, esto es asegurar el normal 

desenvolvimiento de las actividades de las personas y garantizar su integridad. No 

obstante, la medida no es idónea puesto que, de lo referido por el presidente de la 

República, así como en los informes incorporados, los actos violentos suscitados 

durante las manifestaciones se han producido durante el día. De igual manera, no hay 

constancia que evidencie que en la noche se planifican o se generen hechos violentos 

en el marco de las protestas. Por lo que limitar la movilización de la ciudadanía durante 

los horarios señalados no constituye una medida idónea que permita alcanzar el fin 

constitucionalmente válido. Por lo tanto, esta medida al no ser idónea resulta 

inconstitucional.  

 

7. Sobre la solicitud de medidas cautelares 

 

100. En el caso bajo análisis, Damián Isaac Armijos Álvarez, en el marco del control de 

constitucionalidad que realiza la Corte Constitucional de los estados de excepción, 

presentó una petición de medidas cautelares en contra del art. 3 del decreto ejecutivo 

134, solicitando su suspensión por considerar que amenaza el derecho a la protesta 

social. Esto, en ocasión de las movilizaciones sociales anunciadas para el 16 de 

septiembre de 2025 en la provincia del Azuay, en rechazo al proyecto Quimsacocha.  

 

101. Al respecto, cabe precisar que el control abstracto de constitucionalidad que realiza la 

Corte de los estados de excepción es posterior, automático e inmediato. De modo que, 

para afrontar las posibles violaciones a derechos constitucionales que generen las 

medidas adoptadas en virtud de la declaratoria de estado de excepción, la Corte está 

provista de la facultad de realizar el control de constitucionalidad automático e 

inmediato, el cual constituye un pronunciamiento formal y material para determinar si 

la declaratoria de estado de excepción, así como sus medidas son acordes o no con la 

Constitución. En ese sentido, esta Corte resolvió que la declaratoria de estado de 

excepción en la provincia de Azuay es inconstitucional, por ende, ya no se pronunciará 

respecto a esta petición.  

 

8. Consideraciones finales 

 

102. Esta Corte observa que los hechos producidos en las provincias de Carchi e Imbabura, 

al igual que en ocasiones anteriores, son producto de aspectos sociales, políticos, 

económicos y culturales de carácter estructural, los cuales no han sido atendidos por 

el Estado y han ido escalando a tal magnitud que han generado una grave conmoción 

interna en dichas provincias, al constatarse la intensidad de hechos violentos, en el 

marco de las protestas.  
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103.  No obstante, resulta necesario recalcar que el derecho a la protesta pacífica y el 

ejercicio de derechos constitucionales relativos a la libertad de expresión, no 

configuran por sí sola una causal de grave conmoción interna, que habilite al presidente 

de la República a declarar estado de excepción. Puesto que, los levantamientos 

populares y el ejercicio legítimo del derecho a la protesta pacífica y a la resistencia se 

encuentran protegidas por la Constitución como una medida de rechazo hacia políticas 

del gobierno.  Por lo que, frente a movilizaciones sociales, se debe diferenciar 

claramente cuando estas se realizan como ejercicio del derecho a la protesta y a la 

resistencia y cuando estas se deslegitiman producto de actos violentos o vandálicos de 

tal intensidad que ameriten una declaratoria de estado de excepción.   

 

104. Esta diferencia implica que, la práctica del derecho a la protesta pacífica en contra de 

medidas económicas que determinados sectores sociales consideren gravosas para el 

ejercicio de sus derechos no pueda ser criminalizada ni obstaculizada a través de los 

instrumentos estatales, tales como detenciones arbitrarias, uso de figuras 

desproporcionadas como terrorismo para procesar a líderes sociales, el uso 

desproporcionado de la fuerza o la misma declaratoria de estado de excepción. Por 

ello, esta Corte estima necesario insistir al presidente de la República que la 

declaratoria de estado de excepción no debe tener un uso preventivo, menos aún en el 

marco de protestas sociales pacíficas, pues esta actuación, podría interpretarse como 

un medio para disuadir el derecho a la protesta y a la resistencia. Por lo tanto, esta 

Corte recuerda que el estado de excepción es absolutamente excepcional y el 

presidente solo puede emplearlo en estricto apego a la normativa que regula esta figura, 

a fin de evitar el fenómeno de la ordinarización de los estados de excepción. Es por 

ello, que esta Corte al no constatar la real y actual ocurrencia de hechos, al momento 

de la declaratoria de estado de excepción, en la mayoría de provincias que eran parte 

del decreto ejecutivo 134 y 146, resolvió declarar su inconstitucionalidad. Puesto que, 

el mero hecho de ejercer el derecho a la protesta y resistencia pacífica o realizar 

convocatorias para movilizaciones, no se encuentran contemplados 

constitucionalmente como circunstancias que ameriten la declaratoria de un estado de 

excepción.  

 

105. Bajo las consideraciones expuestas, esta Corte recuerda que es obligación del Estado 

atender los requerimientos de los ciudadanos a través de la apertura de mecanismos de 

diálogo democrático para establecer acuerdos que permitan solventar las demandas 

ciudadanas. Así pues, la vía principal para superar la problemática que atraviesa las 

provincias de Carchi e Imbabura, debe ser el fortalecimiento de mecanismos de 

diálogo y acercamiento político que integren un enfoque intercultural. Es fundamental 

destacar que la "cultura de paz" constituye uno de los pilares esenciales del Estado 

(Arts. 3 y 393 de la CRE) y debe traducirse en acciones concretas que permitan 

alcanzar este objetivo. En este sentido, se hace un llamado al presidente de la 
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República para que impulse un proceso de diálogo amplio, intercultural y sin 

exclusiones, que garantice condiciones de equidad, respeto y participación efectiva 

para todos los sectores sociales, pueblos y nacionalidades. 

 

106. Finalmente, esta Corte señala que no le corresponde realizar un control sobre los 

hechos puntuales ocurridos durante la vigencia del decreto de estado de excepción. Por 

tanto, recuerda que es deber de la justicia ordinaria analizar los excesos y actos reñidos 

con la ley que puedan presentarse por parte de agentes del Estado, de conformidad con 

el artículo 166 de la Constitución; así como de actos violentos que se den durante las 

manifestaciones. 

 

9. Decisión 

 

En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de la 

Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional resuelve: 

 

1. Declarar la constitucionalidad de la declaratoria de estado de excepción por la 

causal de grave conmoción interna en las provincias de Carchi e Imbabura al 

constatar la real ocurrencia de acontecimientos que afectan el orden institucional 

y la seguridad ciudadana. 

 

2. Declarar la inconstitucionalidad de la declaratoria de estado de excepción en las 

provincias de Pichincha, Cotopaxi, Azuay, Bolívar, Chimborazo y Santo 

Domingo, debido a que no se justificó la real ocurrencia de los hechos para 

configurar la causal de grave conmoción interna.  

 

3. Declarar la constitucionalidad de la suspensión del derecho a la libertad de 

reunión, ordenada en el artículo 3 del decreto 134, en las provincias de Carchi e 

Imbabura con sujeción a lo determinado en la sección 6.1 de este dictamen. 

  

4. Respecto de la medida dispuesta en el artículo 4 del decreto ejecutivo 134 se 

dispone declarar la constitucionalidad del empleo de las Fuerzas Armadas y la 

Policía Nacional cumpliendo los estándares establecidos en los párrafos 92, 93 y 

94 ut supra. Así pues, el apoyo de las Fuerzas Armadas a la Policía para el 

mantenimiento del orden público y seguridad ciudadana será complementaria y 

temporal, aplicando los mismos recursos, medios, tácticas y procedimientos 

autorizados para la Policía en los contextos de control de seguridad interna y bajo 

su dirección operativa, conforme a la normativa vigente. 

 

5. Declarar la inconstitucionalidad de la medida de suspensión del derecho a la 

libertad de tránsito, prevista en el artículo 5 del decreto 146.  
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6. Requerir a la Fiscalía General del Estado y a las instituciones de la justicia 

ordinaria que realicen las acciones correspondientes, en el marco de sus 

competencias, respecto de todas las personas involucradas en actos de violencia, 

así como a los responsables por el uso excesivo de la fuerza, tal como lo prevé el 

artículo 166 inciso final de la Constitución.  

 

7. Disponer a la Defensoría del Pueblo que, en el marco de sus competencias 

constitucionales y legales, dé seguimiento a la implementación de las medidas 

dispuestas en el estado de excepción, active las garantías jurisdiccionales 

correspondientes de ser necesario y elabore informes sobre posibles vulneraciones 

a los derechos humanos, durante la vigencia del estado de excepción.  

 

8. Recordar la obligación establecida en el último inciso del artículo 166 de la 

Constitución que dispone “las servidoras y servidores públicos serán responsables 

por cualquier abuso que hubieran cometido en el ejercicio de sus facultades 

durante la vigencia del estado de excepción”. 

 

9. Enfatizar que las servidoras y servidores públicos serán responsables por 

cualquier abuso que hubieran cometido en el ejercicio de sus facultades durante 

la vigencia del estado de excepción, conforme el artículo 166 de la Constitución. 

De igual manera, enfatizar que de acuerdo con el artículo 159 de la Constitución, 

las autoridades de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional serán 

responsables por las órdenes que impartan. La obediencia a las órdenes superiores 

no eximirá de responsabilidad a quienes las ejecuten. 

 

10. Insistir al presidente de la República que el estado de excepción no es de uso 

preventivo, sino que debe enmarcarse estrictamente a los parámetros y causales 

determinadas en la Constitución.  

 

11. Instar al gobierno y a la sociedad movilizada a que se encaminen hacia un proceso 

serio y duradero de diálogo democrático, recordando que el rol estatal que debe 

cumplir el gobierno en estos procesos debe dirigirse a dar respuesta a las 

demandas ciudadanas. Este diálogo debe enmarcarse en el respeto a las 

condiciones de un Estado plurinacional e intercultural, teniendo como límites los 

derechos de las personas y comprometido con el deber de lograr la paz 

 

12. Recordar a la Asamblea Nacional que, de conformidad con el artículo 166 de la 

Constitución; y, el artículo 46 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, tiene 

competencia para revisar y revocar la declaratoria de estado de excepción. 
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13. Recordar que el objetivo final del estado de excepción es enfrentar situaciones 

graves, reales y actuales que ponen en riesgo el orden constitucional, la seguridad 

ciudadana y del Estado. Esto implica que el Estado es garante del orden público, 

la paz social y la convivencia pacífica de los ciudadanos. Por ello, las actuaciones 

de la Policía Nacional y de las Fuerzas Armadas deben respetar el ordenamiento 

jurídico aplicable; y, los derechos humanos de toda la población, incluyendo la 

protesta y resistencia pacífica.  

 

14. Requerir que el presidente de la República presente un informe final cuando 

culminen las causas que motivaron el estado de excepción conforme lo previsto 

en el artículo 166 de la CRE.  

 

15. Notifíquese, publíquese y cúmplase. 

 

 

 

 

 

Jhoel Escudero Soliz 

PRESIDENTE 

 

Razón: Siento por tal, que el dictamen que antecede fue aprobado por el Pleno de la Corte 

Constitucional con seis votos a favor de los jueces constitucionales Jorge Benavides 

Ordóñez, Jhoel Escudero Soliz, Alí Lozada Prado,  Richard Ortiz Ortiz, Claudia Salgado 

Levy y José Luis Terán Suárez; y, dos votos salvados de los jueces constitucionales 

Alejandra Cárdenas Reyes y Raúl Llasag Fernández, en sesión jurisdiccional 

extraordinaria de viernes 03 de octubre de 2025; sin contar con la presencia de la jueza 

constitucional Karla Andrade Quevedo, por uso de una licencia por vacaciones.- Lo 

certifico.  

 
Firmado electrónicamente 

Aída García Berni 

SECRETARIA GENERAL



 
 

Voto salvado 

Jueza: Alejandra Cárdenas 
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DICTAMEN 6-25-EE/25 

 

VOTO SALVADO 

 

Jueza Constitucional Alejandra Cárdenas Reyes 

 

1. En virtud de los artículos 92 y 93 de la LOGJCC y del artículo 38 de la Codificación 

del Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte 

Constitucional, con respeto a la decisión de mayoría, formulo mi voto salvado 

respecto del dictamen 6-25-EE/25, emitido en la sesión extraordinaria del Pleno de la 

Corte Constitucional de 03 de octubre de 2025.  

 

2. En el dictamen 6-25-EE/25, este Organismo declaró, por un lado, la 

constitucionalidad parcial del decreto ejecutivo 134 de 16 de septiembre de 2025 

reformado por el decreto 146, en lo relativo a la declaratoria de estado de excepción 

por la causal de grave conmoción interna en las provincias de Carchi e Imbabura, al 

constatar la real ocurrencia de acontecimientos que afectan el orden institucional y la 

seguridad ciudadana; así como la constitucionalidad de las medidas extraordinarias 

de suspensión del derecho a la libertad de reunión y del empleo de las Fuerzas 

Armadas y la Policía Nacional. Por otro lado, declaró la inconstitucionalidad del 

estado de excepción en las provincias de Pichincha, Cotopaxi, Azuay, Bolívar, 

Chimborazo y Santo Domingo, así como la inconstitucionalidad de la medida de 

suspensión del derecho a la libertad de tránsito. 

 

3. Respetuosamente, disiento de la decisión de mayoría y presento un voto salvado. A mi 

juicio, el Presidente no acreditó la real ocurrencia de los hechos necesarios para 

configurar la causal de grave conmoción interna y, por ende, los decretos ejecutivos 

134 y 146 debieron haber sido declarados inconstitucionales. A continuación, 

expongo mis razones.  

 

4. Conforme al artículo 121 de la LOJGCC y a la jurisprudencia constante de esta 

Corte, el control material de los estados de excepción exige que el Ejecutivo acredite 

la real ocurrencia de los hechos invocados y que la declaratoria se sustente en 

circunstancias actuales, presentes, ciertas y verificables,1 y no en supuestos futuros o 

probables.2  De esta premisa se sigue la lógica de verificación ex ante: la declaratoria 

solo puede cimentarse en hechos existentes al momento de la emisión del decreto y 

sus anexos, sin que proceda que la Corte subsane la motivación presentada por el 

Presidente con la inclusión de acontecimientos supervinientes. En coherencia con 

                                                 
1 CCE, dictamen 3-21-EE/21, 21 de julio de 2021, párr. 7.1.1; CCE, dictamen 1-25-EE/25, 21 de febrero 

de 2025, párr. 25 
2 Ibid; CCE, dictamen 5-25-EE/25, 11 de septiembre de 2025, párr. 84. 
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ello, esta Corte ha reiterado que el estado de excepción no es una herramienta 

preventiva3 y solo puede emplearse frente a situaciones efectivamente constatadas 

que desborden los mecanismos ordinarios. 

 

5. Ahora bien, en el caso bajo análisis, los hechos ocurridos previamente a la emisión de 

los decretos ejecutivos de estado de excepción y analizados en el dictamen de mayoría 

para declarar su constitucionalidad parcial, incluyen ciertos cierres viales en las 

provincias de Imbabura y Carchi, quemas de llantas y algunos enfrentamientos entre 

manifestantes y fuerzas del orden, que incluyeron la retención momentánea de tres 

servidores policiales.4 Aun tomándolos por ciertos, tales eventos no satisfacen el 

estándar de real ocurrencia ni desbordan el régimen ordinario de control del orden 

público. 

 

6. Esta Corte ha definido a la causal de grave conmoción interna como “acontecimientos 

de tal intensidad que alteren gravemente el ejercicio de derechos constitucionales, la 

estabilidad institucional, la seguridad y la convivencia normal de la ciudadanía”, 

generando además “considerable alarma social”.5 A la fecha de emisión de los 

decretos ejecutivos 134 y 146, los eventos ocurridos en las provincias de Imbabura y 

Carchi fueron localizados y de alcance territorial acotado, no acreditaron paralización 

de servicios públicos esenciales ni afectación sostenida de ejes viales estratégicos, y 

no evidenciaron daños a bienes públicos o privados, ni afectaciones significativas a 

la integridad de personas. En suma, los eventos referidos no podían ser calificados 

como “intensos” ni sus efectos como “graves”; tampoco se acreditó la existencia de 

alarma social. Las retenciones momentáneas de tres agentes —reprochables y 

punibles en sede ordinaria— no alcanzan por sí mismas el umbral de grave 

conmoción que habilita una suspensión extraordinaria de derechos. Tampoco se 

acreditó que los mecanismos ordinarios como la intervención policial, el control de 

tránsito, la justicia ordinaria penal y la coordinación interinstitucional, hubiesen 

resultado insuficientes o desbordados al momento de la emisión de los decretos 

ejecutivos examinados.  

 

7. En virtud de lo mencionado, este Organismo debió declarar inconstitucional la 

declaratoria de estado de excepción contenida en el decreto ejecutivo 134 y su reforma 

en el decreto 146, dado que el Presidente no acreditó la real ocurrencia de hechos que 

configuren la causal de grave conmoción interna, a la fecha de emisión de la 

declaratoria referida. 

 

                                                 
3 CCE, dictamen 5-25-EE/25, 11 de septiembre de 2025, párr. 84 
4 Ver párrafos 41 y 42 del dictamen de mayoría. 
5 CCE, dictamen 3-19-EE/19, 09 de julio de 2019, párr. 21. 
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8. En contextos de protesta social, el control constitucional de declaratorias de estados 

de excepción debe ser estricto. Lo que está en juego no es solo la restauración del 

orden, sino la garantía del derecho a la protesta. Es necesario recordar que este 

Organismo ya ha reconocido que el derecho de manifestación y/o reunión, de 

conformidad con lo prescrito en el artículo 66 numeral 13 de la CRE, constituye un 

medio idóneo para poder expresar públicamente ideas, protestas o reivindicaciones.6 

La expresión colectiva de las libertades de reunión, expresión y participación 

constituye un pilar del espacio cívico. Por ello, la calificación de hechos como “grave 

conmoción interna” no puede descansar en episodios aislados ni en conjeturas sobre 

su eventual escalamiento, pues ello produciría un efecto amedrentador en los 

manifestantes. Aquello, sería incompatible con el mandato estatal de facilitar y 

proteger el ejercicio legítimo de la protesta.7 En un estado constitucional, las 

suspensiones o limitaciones a derechos fundamentales solo se admiten cuando el 

Ejecutivo demuestre con precisión que no existe alternativa ordinaria eficaz y que la 

intensidad del fenómeno rebasa el umbral excepcional fijado por esta Corte. 

 

9. De igual modo, los principios de excepcionalidad, necesidad y proporcionalidad del 

estado de excepción obligan a distinguir entre ilícitos puntuales ocurridos en el marco 

de manifestaciones y situaciones realmente extraordinarias que pongan en grave 

riesgo la estabilidad institucional y la convivencia democrática. Equiparar la protesta 

a un supuesto de grave conmoción interna, sin que existan las condiciones de 

gravedad necesarias, desnaturaliza el estado de excepción, ordinariza la suspensión 

de derechos y erosiona la confianza pública.  

 

 

 

 

 

Alejandra Cárdenas Reyes 

JUEZA CONSTITUCIONAL  

 

Razón: Siento por tal, que el voto salvado de la jueza constitucional Alejandra Cárdenas 

Reyes, anunciado en el dictamen de la causa 6-25-EE, fue presentado en Secretaría 

General el 03 de octubre de 2025, mediante correo electrónico a las 16:29; y, ha sido 

procesado conjuntamente con el dictamen.- Lo certifico.  

 

Firmado electrónicamente 

Aída García Berni 

SECRETARIA GENERAL

                                                 
6 CCE, sentencia 33-20-IN/21, 5 de mayo de 2021, párr. 121 
7 Ibid, párr. 122 
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DICTAMEN 6-25-EE/25 

 

VOTO SALVADO 

 

Juez constitucional Raúl Llasag Fernández 

 

Resumen: En este voto, destaco que los informes de la Policía Nacional recomiendan priorizar 

el diálogo para abordar la problemática social que podría originarse, y que los hechos ocurridos 

en Carchi e Imbabura hasta el 16 de septiembre de 2025 no configuran la causal de grave 

conmoción interna que justifique el estado de excepción decretado. Explico que el uso 

preventivo de un régimen extraordinario desnaturaliza su carácter excepcional, debilita la 

democracia y los contrapesos institucionales. Agrego que la declaratoria de estado de excepción 

es contraproducente al incrementar los agravios y discrepancias que a la vez tienden a promover 

discursos de estigmatización y violencia simbólica contra pueblos y nacionalidades indígenas. 

Además, reconozco que, en revueltas y estallidos sociales, es difícil distinguir entre protestas 

pacíficas y actos violentos, que muchas veces, podrían verse incrementados, por los propios 

organismos de seguridad, pero aquello no debe promover estigmatizaciones y generalizaciones 

en contra de la protesta pacífica. Por ello, insisto en que, cuando se trate de territorios con 

presencia indígena, debe primar un enfoque intercultural y el diálogo que atienda las causas de 

la violencia estructural, simbólica y directa. 

 

1. Con fundamento en el artículo 38 del Reglamento de Sustanciación de Procesos de 

Competencia de la Corte Constitucional, con respeto hacia los argumentos presentados 

por el juez ponente y por las demás juezas y jueces que votaron a favor del dictamen 

6-25-EE/25, aprobado el 3 de octubre de 2025, formulo el presente voto salvado con 

el fin de expresar las razones por las que disiento de la argumentación y de la decisión 

contenidas en el dictamen. 

 

2. El dictamen 6-25-EE/25 efectúa el control constitucional de la declaratoria de estado 

de excepción en las provincias de Carchi, Imbabura, Pichincha, Azuay, Bolívar, 

Cotopaxi y Santo Domingo, emitido en el decreto ejecutivo 134 de 16 de septiembre 

de 2025 (“decreto ejecutivo 134”) y su reforma incluyendo en la declaratoria a la 

provincia de Chimborazo mediante el decreto ejecutivo 146 de 18 de septiembre de 

2025 (“decreto ejecutivo 146”). En su análisis, se declara la constitucionalidad de la 

declaratoria de estado de excepción en las provincias de Carchi e Imbabura al constatar 

la real ocurrencia de hechos que configuran la causal de grave conmoción interna. 

Sobre las medidas, declara la constitucionalidad de la suspensión a la libertad de 

reunión y la movilización del Ejecutivo, las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional. 

 

3. En lo esencial, me aparto del análisis que validan los hechos que configuran la causal 

de grave conmoción interna en las provincias de Imbabura y Carchi y que los 

mecanismos jurídicos ordinarios no son suficientes para abordar los motivos por los 

cuales se decretó el estado de excepción. Para explicar mi voto, lo abordaré en tres 



 

 

 

                                                    

    Voto salvado  

                            Juez: Raúl Llasag Fernández 
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partes. Primero explico que los informes aportados por el presidente de la República 

no resultan suficientes para verificar que la intensidad los hechos acreditados 

configuran la causal de grave conmoción interna. En segundo lugar, me referiré a que 

los propios informes emitidos por la Policía Nacional recomiendan afrontar las 

movilizaciones sociales mediante diálogo y evitar confrontaciones. En tercer lugar, me 

refiero a la necesidad de abordar el análisis del dictamen desde una perspectiva 

intercultural al involucrar a pueblos y nacionalidades indígenas. 

 

i. Los hechos acreditados como real ocurrencia no configuran la causal de grave 

conmoción interna y podrían ser superados por el régimen constitucional 

ordinario 

 

4. El control material exige a la Corte evaluar si la declaratoria de estado de excepción 

reúne de manera objetiva y razonada la necesidad de adoptar medidas excepcionales, 

evaluando el fondo de los hechos que justifican el estado de excepción y con el objeto 

de “garantizar el disfrute pleno de los derechos constitucionales y salvaguardar el 

principio de separación y equilibrio de los poderes públicos” conforme el artículo 119 

de la LOGJCC. De manera que la excepcionalidad de la emergencia no se convierta 

en un mecanismo para la suspensión irrazonable de derechos fundamentales. 

 

5. De manera preliminar, la metodología para evaluar los requisitos del artículo 121 de 

la LOGJCC debe orientarse, primero, a determinar qué hechos acreditan su efectiva 

ocurrencia (sección 4.1); segundo, a establecer cuáles de ellos configuran la causal de 

grave conmoción interna (sección 4.2); tercero, verificar si, para repeler los hechos que 

configuran la causal, los mecanismos constitucionales ordinarios no son suficientes 

(sección 4.3), y, finalmente, una vez identificados, corresponde verificar los límites 

territoriales y temporales correspondientes (sección 4.4). Por ello, discrepo del análisis 

expuesto en los párrafos 40, 41 y 42, porque se realiza la verificación de la ocurrencia 

real con una dimensión territorial, aspecto que corresponde a la sección 4.4 al examinar 

los límites temporales y espaciales de la declaratoria. Conforme la jurisprudencia de 

este Organismo, la sección 4.1 debe circunscribirse exclusivamente a comprobar si los 

hechos acreditados tuvieron una ocurrencia real, lo cual debe demostrarse mediante 

informes técnicos, especializados u otros medios de información que respalden su 

veracidad hasta la fecha de expedición de la declaratoria de estado de excepción. 

 

6. Por lo anterior, no es claro, en el análisis, si en Imbabura y Carchi corresponde declarar 

estado de excepción, y por ello, debo profundizar en los hechos aportados que en el 

dictamen 6-25-EE/25 corresponden a validar materialmente su ocurrencia actual y que 

su intensidad permite alcanzar el umbral de la grave conmoción interna. 
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7. En el dictamen 6-25-EE/25, el párrafo 41 acredita la real ocurrencia de hechos en 

Carchi, con la siguiente justificación: 

 

[…] entre el 14 y 16 de septiembre de 2025 se suscitaron cierres viales, el 14 de 

septiembre de 2025 manifestantes retuvieron a un servidor policial, el 15 de septiembre 

de 2025, dos ciudadanos fueron aprehendidos por paralización de un servicio público y 

hubo enfrentamientos entre la policía nacional y manifestantes en la parroquia Julio 

Andrade, y el 16 de septiembre de 2025, se registró quema de llantas e intimidación para 

realizar cobros para el transporte de vehículos. 

 

8. Al respecto, el Informe PN-DGSCOP-DCO-2025-497-INF emitido por la Policía 

Nacional, señala que, si bien se reportó que dos policías fueron retenidos por 

manifestantes, ellos “fueron liberados” el mismo día. Por lo que tal hecho, aunque tuvo 

una real ocurrencia, ya no es una causa actual que requiera de medidas excepcionales. 

Respecto de los hechos sobre enfrentamientos entre manifestantes y servidores 

policiales en la parroquia Julio Andrade, así como la quema de llantas e “intimidación” 

para realizar cobros para el transporte de vehículos, observo que tienen una real 

ocurrencia conforme los informes acreditados y corresponde, sobre estos hechos, 

verificar si configuran la causal de grave conmoción interna. 

 

9. Si bien se proporciona evidencia sobre la real ocurrencia de actos de “intimidación”, 

la justificación del presidente de la República no evidencia actos concretos que 

permitan acreditar daños materiales, afectaciones graves a la libertad ciudadana u otros 

hechos de rango suficiente que configuren la causal de grave conmoción interna. La 

sola alegación de un ambiente de tensión o temor no satisface el estándar de necesidad 

y proporcionalidad que exige la restricción de derechos fundamentales mediante un 

estado de excepción. En el mismo sentido, la quema de llantas y los cierres viales 

asociados constituyen expresiones de protesta social que, si bien pueden generar 

molestias o interrupciones temporales, no alcanzan el umbral de gravedad requerido 

para justificar la suspensión de derechos fundamentales, pues tales situaciones pueden 

y deben ser atendidas mediante los mecanismos ordinarios del régimen constitucional, 

como la mediación, el control administrativo o los entes de control del espacio público 

bajo parámetros constitucionales y legales sobre derechos fundamentales. 

 

10. Adicionalmente, me parece prudente destacar que la utilización de medidas 

excepcionales frente a actos de protesta, que para el 16 de septiembre de 2025 eran de 

baja intensidad, no solo desnaturaliza este régimen, sino que erosiona la confianza 

ciudadana en las instituciones, debilita el sistema de pesos y contrapesos y abre la 

puerta a la criminalización de la protesta social, en particular cuando involucra a 

pueblos y nacionalidades indígenas históricamente discriminados. 
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11. En relación con la provincia de Imbabura, el dictamen 6-25-EE/25, en su párrafo 42, 

señala que: 

 

[…] entre el 14 y 16 de septiembre de 2025 se produjeron cierres viales y el 16 de 

septiembre de 2025 se registró la retención de 02 servidores policiales por parte de los 

manifestantes y enfrentamientos entre los manifestantes y los miembros de la fuerza 

pública. Además, es un hecho público y notorio que, en esta provincia en particular, los 

eventos violentos en el marco de las protestas se han intensificado, tal es el caso que, para 

el 16 de septiembre de 2025, no solo se registraron cierres viales, sino que también el uso 

de armas artesanales para enfrentar a la fuerza pública. Por lo tanto, esta Corte constata 

la real ocurrencia de hechos en la provincia de Imbabura.   

 

12. Al respecto, observo, al igual que en la situación de Carchi, el 16 de septiembre de 

2025, la retención de los servidores policiales ocurrió a las 14h00, pero fueron 

liberados a las 22h45 conforme los informes aportados por la Policía Nacional. Por 

tanto, aunque se acredita su real ocurrencia, tal hecho ya no persiste de manera que no 

es un hecho actual que requiera ser atendido en un régimen excepcional. En adición, 

respecto de la afirmación de detectar “el uso de armas artesanales para enfrentar a la 

fuerza pública”, los informes no reportan hechos como daños concretos, afectaciones 

a servidores públicos por este hecho, afectaciones graves a la propiedad, de manera 

que permita identificar que este hecho alcance una intensidad tal como para configurar 

la causal de grave conmoción interna.1 

 

13. Por otra parte, considero particularmente problemático afirmar que “los eventos 

violentos en el marco de las protestas se han intensificado”, pues acreditar tal 

enunciado como un hecho de real ocurrencia desnaturaliza la finalidad del control 

posterior del estado de excepción y debilita el estándar de verificación objetiva que 

debe regir en estos casos. Soy consciente que, en la provincia de Imbabura, han 

ocurrido situaciones que podrían configurar la causal de grave conmoción interna,2 por 

la intensidad de los hechos afectan los derechos de la ciudadanía y causan alarma 

social. Aquellos hechos, en mi juicio, tendrían potencialmente la capacidad de superar 

el umbral de razonabilidad para configurar la causal de grave conmoción interna. Sin 

embargo, para la fecha de control que se realiza, estos hechos no son parte de los 

hechos reales y actuales que el presidente de la República aportó para decretar un 

régimen excepcional. Estos hechos ocurrieron de manera posterior al 16 de septiembre 

                                                 
1 En específico, resulta preocupante validar que este hecho configura la causal de grave conmoción interna, 

pues reproduce una posible estigmatización en contra de los pueblos y nacionalidades indígenas que ejercen 

su derecho a la resistencia y la protesta pacífica. Esto porque pretende incorporar dentro del discurso social 

que las manifestaciones se tratan de combatientes armados, con armas sofisticadas, cuando en realidad, de 

las imágenes, aportadas se tratan de juegos pirotécnicos que se usan en fiestas populares, comúnmente 

llamadas “voladores”.  
2 En específico, la presunta ejecución extrajudicial de un ciudadano ecuatoriano por parte de fuerzas del 

Estado, o el incendio de la Policía Judicial en Otavalo. 
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de 2025, fecha en la que la Corte puede evaluar los hechos aportados en el estado de 

excepción. De esta forma, los hechos vertidos como de real ocurrencia hasta el 16 de 

septiembre de 2025 no alcanzan una intensidad tal que le permitan a la Corte validar 

la configuración de la causal de grave conmoción interna. 

 

14. Lo anterior evidencia un problema de fondo: la declaratoria de estado de excepción 

tuvo un carácter meramente preventivo frente al anuncio de manifestaciones 

convocadas por diversas organizaciones. Este uso anticipado y disuasorio constituye 

un mecanismo de intimidación frente a la protesta social pacífica y el derecho a la 

resistencia, debilitando el orden democrático, restringiendo las posibilidades de 

diálogo y transmitiendo a la ciudadanía la idea de que la protesta tampoco es el único 

canal disponible para reclamar sus derechos. Tal síntoma debe encender alertas en el 

orden constitucional, pues son las instituciones competentes del Estado las obligadas 

a garantizar vías adecuadas de participación y respuesta, evitando que la población se 

vea forzada a recurrir a medidas de resistencia civil no violenta. 

 

15. Previo a finalizar esta sección, aclaro que este razonamiento no implica un 

pronunciamiento sobre la validez o legitimidad de los argumentos que motivan las 

protestas sociales, pues mi rol como juez constitucional se limita a garantizar la 

supremacía de la Constitución, la vigencia de los derechos fundamentales y la 

preservación del orden democrático en el marco de la Constitución, la ley y la 

jurisprudencia constitucional. 

 

ii) Los informes emitidos por la Policía Nacional recomiendan afrontar las 

movilizaciones sociales mediante diálogo y evitar confrontaciones. 

 

16. En segundo lugar, me parece especialmente relevante destacar que las 

recomendaciones emitidas en los informes de la Policía Nacional, reportan los 

operativos realizados, los hechos de violencia social ocurridos y recomienda entablar 

espacios de diálogo. En ninguna parte de los informes aportados, se encuentra una 

recomendación explícita de declarar estado de excepción. Si bien comprendo, que la 

declaratoria del régimen excepcional es exclusiva del presidente de la República y no 

depende de los informes que sustente la declaratoria. Parecería poco congruente que 

frente a recomendaciones técnicas sobre cómo afrontar los problemas de violencia 

social, se recurra inmediatamente a una declaratoria de estado de excepción cuando en 

el régimen constitucional ordinario, el presidente de la República cuenta con 

mecanismos efectivos para resolver controversias; por ejemplo: el diálogo, la 

mediación con actores internacionales, son algunas de las posibles medidas. 
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17. Al contrario, conforme lo he reflexionado en este voto, el uso del estado de excepción 

adoptó un carácter meramente preventivo y, al suspender el derecho a la libertad de 

reunión, confrontó directamente la posibilidad de organización ciudadana. Esta 

decisión no redujo la conflictividad, sino que habría exacerbado los agravios y las 

protestas.3 Lo anterior evidencia que recurrir a estados de excepción en situaciones de 

violencia social resulta contraproducente y que, se debe priorizar que los canales 

ordinarios previstos por el régimen constitucional sean suficientes para atender la 

situación. En concreto, la suspensión de derechos, lejos de prevenir la conflictividad, 

profundiza las causas que originaron las manifestaciones iniciales. 

 

18. Expuesto lo anterior, los problemas sociales deben resolverse dentro de los cauces 

ordinarios del Estado de derecho, fortaleciendo la separación de poderes, garantizando 

la deliberación pública y reconociendo las diversas voces que expresan reclamos 

legítimos, pues ello constituye un elemento esencial de la democracia. El respeto 

irrestricto a los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución —aprobada 

por el pueblo ecuatoriano— es, además, un mandato ineludible de preservación del 

orden democrático y de cumplimiento de los estándares internacionales, que 

establecen que los estados de excepción solo pueden aplicarse como medidas de último 

recurso, estrictamente necesarias, proporcionales y temporales. 

 

19. De manera integral, los hechos analizados evidencian que la declaratoria de estado de 

excepción no constituye una herramienta adecuada para atender demandas sociales de 

fondo, originadas en desigualdades estructurales, exclusión histórica y falta de 

atención a sectores discriminados y marginados. El recurso a medidas excepcionales 

frente a reclamos sociales no solo resulta ineficaz para contener la conflictividad, sino 

que tiende a agravarla, al desplazar el debate político hacia escenarios de confrontación 

y represión. En efecto, pese a la declaratoria —de carácter claramente preventivo— 

no se habría logrado evitar ni contener hechos de violencia, lo que confirma que el 

estado de excepción no satisface los principios de necesidad, idoneidad y 

proporcionalidad exigidos por la Constitución y por los estándares internacionales de 

derechos humanos. 

 

20. Por lo expuesto, considero que en el marco de protestas que expresan síntomas de 

desigualdad social, la suspensión de derechos no constituye un medio legítimo ni 

adecuado. Por el contrario, dentro del régimen constitucional ordinario corresponde 

fortalecer los mecanismos de diálogo, participación y debate público como vías 

idóneas para canalizar los reclamos ciudadanos. Recurrir a medidas excepcionales 

frente a demandas sociales no solo desnaturaliza el carácter restrictivo y temporal de 

                                                 
3 Por ejemplo, se observa al evidenciar denuncias de una posible ejecución extrajudicial atribuible a 

funcionarios del ejército ecuatoriano. 
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los estados de excepción, sino que además debilita la confianza en las instituciones y 

erosiona el orden democrático pues los conflictos deben resolverse mediante cauces 

deliberativos, plurales y no represivos. 

 

iii. Sobre la necesidad de abordar el análisis del dictamen desde una perspectiva 

intercultural al involucrar a pueblos y nacionalidades indígenas. 

 

21. Este caso constituía una oportunidad para que la Corte Constitucional se pronuncie 

sobre el alcance del enfoque intercultural que deben observar las autoridades 

nacionales frente a reclamos legítimos de pueblos y nacionalidades indígenas. 

Considero que la Corte mantiene una deuda histórica respecto de la definición y 

aplicación de dicho enfoque en el contexto de las protestas sociales, especialmente tras 

los acontecimientos de octubre de 2019 y junio de 2022, cuya magnitud generó alarma 

social y afectó los derechos de diversos sectores de la sociedad. En este voto, quiero 

referirme a dos enfoques: la estigmatización y la vida en comunidad. 

 

22. De forma preliminar, es necesario explicar el enfoque intercultural. Entre los diferentes 

debates sobre pluralismo jurídico, la interculturalidad tiene sus bases “en la necesidad 

de una transformación radical de las estructuras, instituciones y relaciones de la 

sociedad”.4 Este enfoque se sustenta en la reivindicación de los derechos colectivos de 

los pueblos y nacionalidades indígenas, lo que implica reconocer que estas 

comunidades existieron, convivieron y desarrollaron sus propias formas de vida en los 

territorios mucho antes de la conformación del propio Estado. En este sentido, el 

artículo 57 de la Constitución consagra el respeto y la promoción de sus saberes, 

formas de organización y prácticas de convivencia, construidas a lo largo de siglos y 

que deben ser protegidas y garantizadas por el Estado. 

 

23. Para efectos de este voto, la interpretación intercultural exige a la Corte superar los 

sesgos cognitivos que históricamente han obstaculizado el reconocimiento pleno de 

los pueblos y nacionalidades indígenas, y valorar los hechos a la luz de sus costumbres, 

cosmovisiones y vínculos con el territorio. Este enfoque demanda aplicar criterios 

basados en la diversidad cultural y en el reconocimiento de las vulneraciones 

estructurales que estas comunidades han sufrido, como el despojo de tierras, la 

marginación y la pérdida de gran parte de sus conocimientos y formas tradicionales de 

organización.5 Aunque se trata de una tarea compleja, este dictamen permitía que la 

Corte incorpore elementos para proteger los derechos de pueblos y nacionalidades que 

históricamente han sido discriminados. 

                                                 
4 Catherine Walsh, Interculturalidad crítica y (de) colonialidad (Quito: Abya Yala, 2012), p. 119. 
5 La interpretación intercultural invita, además, a cuestionar los paradigmas sobre los cuales se construyó 

el Derecho que aprendemos desde las aulas.   
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24. Un primer aspecto que merece atención es la estigmatización dirigida contra los 

pueblos y nacionalidades indígenas cuando deciden manifestar colectivamente sus 

reclamos mediante la protesta pacífica. La Corte, en el dictamen 5-25-EE/25, definió 

la violencia simbólica como aquella que se ejerce a través de signos, discursos, normas 

y expresiones culturales que imponen y legitiman desigualdades, naturalizando 

situaciones de exclusión.6 De esta forma, recurrir a estados de excepción con el 

argumento de un supuesto incremento delincuencial reproduce estereotipos 

discriminatorios y asocia de manera indebida la protesta indígena con criminalidad. 

Este error no solo deslegitima reclamos legítimos, sino que también refuerza prejuicios 

históricos. Ejemplos de ello son las acusaciones genéricas sobre el uso de “armas 

artesanales” sin justificaciones de afectaciones concretas, que terminan construyendo 

una narrativa de peligrosidad colectiva, invisibilizando la diversidad de actores y las 

formas pacíficas de protesta. Tales afirmaciones –que conforme las justificaciones 

emitidas por el Ejecutivo no configuran la causal invocada– consolidan un imaginario 

social que criminaliza a comunidades enteras y debilita la confianza en las 

instituciones. 

 

25. Reconozco que, en contextos de revueltas, estallidos o protestas sociales, resulta 

complejo identificar de manera individual los actos violentos que afectan derechos de 

terceros. Sin embargo, el enfoque intercultural obliga al Estado a evitar 

generalizaciones que atribuyan responsabilidades colectivas y que, en la práctica, 

generan mayor discriminación. La equiparación de la protesta indígena con violencia 

o delincuencia no solo es jurídicamente inadecuada, sino que puede alimentar 

discursos de odio y justificar respuestas represivas desproporcionadas. La experiencia 

ecuatoriana muestra que este tipo de narrativas han derivado en criminalización 

sistemática de líderes comunitarios, judicialización de la protesta y debilitamiento del 

derecho a la resistencia. Por ello, el deber constitucional es claro: garantizar que las 

medidas estatales se basen en hechos verificables, diferenciando entre actos aislados 

de violencia y el ejercicio legítimo de derechos colectivos, evitando así que la 

excepcionalidad se convierta en un mecanismo de exclusión y estigmatización. 

 

26. Como segundo punto, es esencial considerar el criterio de comunidad propio de los 

pueblos y nacionalidades indígenas. El enfoque intercultural exige reconocer que sus 

formas de vida, organización y toma de decisiones se desarrollan de manera colectiva. 

En este marco, las demandas sociales y las decisiones políticas –incluida la 

movilización o la protesta– no se conciben como actos individuales, sino como 

expresiones comunitarias que involucran a todos sus miembros. 

 

                                                 
6 CCE, dictamen 5-25-EE/25, 11 de septiembre de 2025, párr. 67. 
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27. En consecuencia, la participación en manifestaciones puede incluir a niñas, niños, 

personas adultas mayores, mujeres embarazadas o en periodo de lactancia o de otros 

grupos de atención prioritaria, pues desde diversas cosmovisiones indígenas, la 

decisión de actuar no solo se adopta en comunidad, sino que también se ejecuta en 

comunidad. Este criterio cultural explica la presencia de grupos poblacionales en 

situación de especial protección durante las protestas pacíficas, lo cual no debe 

interpretarse como un acto de irresponsabilidad, sino como una manifestación de la 

vida comunitaria. 

 

28. De ello se derivan, al menos, dos obligaciones específicas para los organismos de 

seguridad del Estado: 

 

a) Respeto al derecho a la resistencia en comunidad. La Constitución reconoce el 

derecho a la resistencia (artículo 98),7 y en el caso de pueblos y nacionalidades 

indígenas este derecho se ejerce de manera colectiva, en consonancia con el 

principio de libre determinación y con el Convenio 169 de la OIT, que protege sus 

formas propias de organización y decisión. 

 

b) Deber reforzado de prevención y protección. La presencia de personas en situación 

de vulnerabilidad (niñas, niños, mujeres embarazadas, personas mayores) impone 

al Estado un deber reforzado de cuidado, conforme a los estándares de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, que ha señalado que el uso de la fuerza en 

contextos de protesta debe regirse por los principios de necesidad, proporcionalidad 

y precaución, evitando cualquier confrontación que ponga en riesgo la vida o 

integridad de quienes ejercen pacíficamente sus derechos.8 

 

29. En suma, el enfoque intercultural obliga a comprender que la protesta de pueblos y 

nacionalidades indígenas no puede evaluarse bajo parámetros exclusivamente 

individualistas. Su carácter comunitario exige que el Estado ajuste sus protocolos de 

seguridad para garantizar tanto el ejercicio del derecho a la resistencia como la 

protección diferenciada de los grupos en situación de especial vulnerabilidad que, por 

razones culturales, participan en estas manifestaciones. 

 

30. Previo a finalizar, enfatizo en que este voto no supone un pronunciamiento sobre la 

validez ni la legitimidad de las motivaciones que impulsan las protestas sociales. Mi 

función, en calidad de juez constitucional, se circunscribe a garantizar la supremacía 

                                                 
7 Constitución, “Art. 98.- Los individuos y los colectivos podrán ejercer el derecho a la resistencia frente a 

acciones u omisiones del poder público o de las personas naturales o jurídicas no estatales que vulneren o 

puedan vulnerar sus derechos constitucionales, y demandar el reconocimiento de nuevos derechos”. 
8 Sentencia dentro del caso López Lone y otros vs. Honduras, de 5 de octubre de 2015. 



 

 

 

                                                    

    Voto salvado  

                            Juez: Raúl Llasag Fernández 

                             

 

47 

 Quito: José Tamayo E10-25 y Lizardo García. Tel. (593-2) 394-1800 

www.corteconstitucional.gob.ec    Guayaquil: Calle Pichincha y Av. 9 de Octubre. Edif. Banco Pichincha 6to piso 

            email: comunicacion@cce.gob.ec 

 

de la Constitución, la plena vigencia de los derechos fundamentales y la preservación 

del orden democrático, siempre dentro del marco que establecen la propia 

Constitución, la ley y la jurisprudencia constitucional. 

 

31. En síntesis, considero que los hechos acreditados hasta el 16 de septiembre de 2025 no 

configuran la causal de grave conmoción interna. Por el contrario, evidencian un uso 

preventivo e injustificado del régimen excepcional, lo que demuestra la falta de 

prioridad a los mecanismos ordinarios de diálogo y a las formas alternativas de 

solución de conflictos. Recurrir a estados de excepción para evitar manifestaciones 

resulta contraproducente, pues no atiende las causas estructurales que originan las 

movilizaciones y, en cambio, puede profundizar la conflictividad social. Finalmente, 

estimo que el dictamen debió evaluar las medidas extraordinarias adoptadas desde un 

enfoque intercultural, indispensable en un Estado plurinacional y democrático. 

 

32. Por lo expuesto, formulo el presente voto salvado. 

 

 

 

 

 

Raúl Llasag Fernández 

JUEZ CONSTITUCIONAL 

 

Razón: Siento por tal, que el voto salvado del juez constitucional Raúl Llasag Fernández, 

anunciado en el dictamen de la causa 6-25-EE, fue presentado en Secretaría General el 

03 de octubre de 2025, mediante correo electrónico a las 18:00; y, ha sido procesado 

conjuntamente con el dictamen.- Lo certifico. 

 
Firmado electrónicamente 

Aída García Berni 

SECRETARIA GENERAL 
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